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Resumen
Los procesos de integración en América Latina están 
dominados por uniones aduaneras imperfectas, por lo 
cual se hace necesario incorporar el subsidio cero como 
instrumento teórico complementario en los análisis de la 
desviación del comercio y las inversiones, como factores 
de profundización de asimetrías. La integración sectorial 
más exitosa es la energética, asociada con la comercializa-
ción de excedentes; sin embargo, se requiere incorporar 
el derecho de acceso a la energía como política pública, 
con apoyo en el factor de desarrollo de la diversificación 
energética. 

En este ámbito, la cooperación regional debe centrarse 
en la protección de los recursos naturales y así promo-
ver el intercambio tecnológico. Como elemento vital de 
confianza es necesario que la política exterior autónoma 
domine la política de defensa, que también debe ser autó-
noma. En estas condiciones se entiende que la seguridad 
es una condición operativa de la defensa y es soporte es-
tratégico de la integración. 

Palabras clave: integración, distribución, recursos na-
turales, geopolítica.
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Abstract
Integration processes in Latin American have been do-
minated by imperfect customs alliances, however it is ne-
cessary to incorporate the concept of  ‘0 subsidy’ as an 
additional theoretical tool in the analysis of  the diversion 
of  trade and investment as important factors in the dee-
pening of  asymmetries. The most successful integration 
process has been done in the energy sector, associated 
with the commercialization of  surplus. However, it is ne-
cessary to incorporate the right of  access to energy as a 
public policy, in order to back energy diversification as a 
key of  development.

In this context, regional cooperation needs to be cente-
red on the protectio n of  natural resources to promote 
technological exchange, It is necessary that an autono-
mous international policy dominates the internal policy 
and the autonomous defense policy. In these conditions 
it is understood that security is an operative condition of  
defense and constitutes a strategic pillar for integration 
processes.

Key words: integration, distribution, natural resources, 
geopolitics. 
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1. Introducción
Este trabajo se enfoca en las condiciones y posibilidades 
de la integración energética en el marco de la geopolítica 
internacional. Tiene como premisa que la energía pue-
de apalancar los procesos de integración suramericana, 
situación con posibles efectos internacionales en térmi-
nos de la geopolítica posmoderna. La elevada importan-
cia del factor energético –desde las crisis de la economía 
mundial de 1967 y 1973, derivadas del embargo petro-
lero que terminó con la idea de petróleo barato para la 
economía mundial– se consolida en nuestra época con el 
crecimiento inusitado de los precios del petróleo, en esta 
ocasión debido a la nueva geopolítica en medio y lejano 
Oriente, a la estrategia de control de la producción del 
crudo por parte de la Organización de Países Exporta-
dores de Petróleo (OPEP), a la actividad de especulación 
bursátil que derivó en la actual crisis financiera, a la deva-
luación del dólar y al incremento de la demanda de países 
emergentes como China e India. Este enfoque geopolítico 
del tema energético complementa otros, como los de la 
Organización Latinoamericana de Energía (OLADE), la 

Corporación Andina de Fomento (CAF), el Banco Mun-
dial y los de algunas universidades que restringen el aná-
lisis a aspectos económico-comerciales de la integración 
energética.

La evolución experimentada por la geopolítica regional, 
a partir del nuevo mapa del poder en América Latina, 
hace necesario abordar el tema de la integración sura-
mericana, si se tiene en cuenta que una situación política 
equivalente, por su simultaneidad en América, no ocurría 
desde hace doscientos años. 

En el ámbito político será necesario abordar la disyun-
tiva derivada de este nuevo mapa del poder político en 
América Latina y sus efectos sobre el negocio petrolero, 
cuyo liderazgo ha estado en cabeza de Venezuela, ahora 
compartido con Brasil. Se trata de mantener la idea de 
privatizar ganancias y socializar pérdidas como ocurrió a 
lo largo del siglo XX; como se puede observar en el nuevo 
clima, es imperativo regular adecuadamente la participa-
ción de las empresas privadas en los procesos de integra-
ción energética regional y, al mismo tiempo, establecer la 
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manera de resolver el abastecimiento mediante políticas 
de complementariedad entre países y entre opciones ener-
géticas, que hacen necesaria una nueva matriz energética.

La articulación de políticas nacionales con políticas co-
munes de interés regional debe marcar las pautas para la 
Unión de Naciones Suramericanas (Unasur). Esto gene-
raría las siguientes cuestiones, ¿la integración es mecanis-
mo suficiente para la unión?, ¿la unión es la fuente de la 
sostenibilidad de la integración? Esta disyuntiva obliga a 
abordar el asunto energético como un tema de seguridad 
e incluso de defensa. Dadas las características globales de 
la crisis, ello podría significar una nueva dimensión en 
el conflicto Norte-Sur, como se vislumbró en la reunión 
de la Unión Europea de junio de 2008 en Eslovenia; en 
la reunión del Grupo de los ocho (G8), de julio de 2008 
en Japón; o del G20 en abril de 2009. En este caso, la 
creación del Consejo de Seguridad Suramericana, junto 
con la protocolización de Unasur, es un adelanto frente a 
la Unión Europea, que hasta ahora ha estado ausente en 
términos de una política propia de seguridad y defensa 
que permita a los países suramericanos establecer la in-
terlocución y la cooperación en este ámbito.

2. Aspectos teóricos de 
la integración

En términos de las relaciones económicas internaciona-
les, la teoría ortodoxa de la integración se centra en la 
teoría de las uniones aduaneras y se construye en el ám-
bito de la economía del bienestar asociado al crecimien-
to, más que en el de la economía positiva (Garay, 1979). 
Sin embargo, las estadísticas oficiales hacen énfasis en el 
monto de inversiones, empleo e inflación, pero se abstie-
nen de señalar ganancias normales o extraordinarias y 
salarios correlativos. A pesar de que analistas del desa-
rrollo plantean con razón que si se sabe quién integra se 

puede saber en beneficio de quién se da la integración 
(Perroux, 1973).

El cambio en el consumo por desviación en el comercio 
puede afectar el bienestar, a tal grado que exportar por 
el atractivo de los precios altos puede disminuir el abas-
tecimiento, como en los casos de alimentos o de recursos 
energéticos. La integración supone creación-desviación 
del comercio y de la inversión, pero es necesario tener en 
cuenta que los costos de oportunidad derivados de la ob-
sesión por articularse a los grandes mercados en nombre 
de la globalización y la ganancia, puede derivar en el sín-
drome de Pavlov, desestructurar las economías locales y, 
en consecuencia, sacrificar el desarrollo local y regional.

En particular, la Unión Aduanera supone una política 
de comercio preferencial, en cuyo caso vale la pena pre-
guntarse si la localización o relocalización de la actividad 
productiva es suficiente argumento para impulsar el pro-
ceso integrador, si se trata de defender el interés común. 
En este caso vale la pena preguntarse qué papel juega el 
mercado mundial o el de grandes países en los intentos de 
integración suramericana. Esto puede ser una inhibición 
o una inhabilitación o un factor distractor que llegue a 
fracturar esos intentos tanto en los principios constitu-
cionales de cada nación como en los tratados regionales, 
que no sólo deben medir el efecto-consumo sino el efecto-
producción y las formas de apropiación de los beneficios 
resultantes de dichos pactos. Esta reflexión es válida si se 
tiene en cuenta que la preferencialidad se establece en 
función de la ganancia derivada del proceso y no de su 
efecto distributivo.

Otro elemento que se excluye de las estadísticas de las re-
laciones comerciales son los subsidios, lo cual prefigura 
una condición que profundiza las asimetrías de la infor-
mación. Es más, para los diversos procesos de integración 
en diferentes etapas –que van desde la cooperación como 
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preámbulo de las zonas de libre comercio, pasando por las 
uniones aduaneras, mercados comunes, unión económica, 
hasta la integración económica total–, se hace énfasis en la 
desgravación arancelaria, pero teniendo el cuidado de no 
incorporar los subsidios en los análisis. La tesis del arancel 
cero no se acompaña de la tesis del subsidio cero; el instru-
mento arancelario es una herramienta utilizada con pre-
ferencia por los países menos desarrollados con propósito 
económico y fiscal, mientras que los subsidios son utilizados 
por los países desarrollados con propósito proteccionista. 

La teoría ortodoxa de la integración es hija legítima de 
la teoría pura del comercio internacional; por ende, es 
necesario atender las imperfecciones inherentes al mer-
cado dominado por corporaciones transnacionales. Por 
tanto, es conveniente advertir que no son las empresas 
menos eficientes las que se eliminan en ese mercado libre, 
sino las menos poderosas (Perroux, 1950). En este sentido 
es apropiado impulsar buenos índices de competitividad 
incorporando subsidios que distorsionan esos índices, así 
como la influencia económica y política de las corpora-
ciones transnacionales en dichos procesos.

Uno de los grandes problemas que se debe resolver en los 
procesos de integración tiene relación con el tipo de po-
lítica económica que se diseña para procurar transferen-
cias de beneficios entre los países miembros de un área 
integrada, si se incluyen bienes públicos en la función del 
bienestar social como propósito del proceso integrador. 
En este caso, es claro que la unión económica no es in-
ferior a una política apropiada de comercio no preferen-
cial. La inversión inducida deberá hacer parte de tal pro-
ceso. En términos de Myrdal (1957) “la economía no está 
integrada mientras no se abran caminos anchos para to-
dos y mientras la remuneración pagada por los servicios 
productivos no sea igual”. Para Tinbergen la integración 
hace parte de un problema más general, esto es, la políti-
ca económica óptima que introduce elementos de coordi-

nación o unificación en la búsqueda de la armonización 
de las directrices económicas principales (Garay, 1979, p. 
260). Por su parte, Balassa entiende la integración como 
un proceso tendiente a eliminar la discriminación entre 
economías nacionales (Martínez, 1996b, p. 19).

Por las anteriores consideraciones y apreciaciones de 
diversos autores, el ámbito de la integración incorpora 
división del trabajo, movilidad de factores y bienes con 
discriminación, no del trato que se les da a bienes o fac-
tores. Por esta razón es necesario incorporar el tema de la 
gradualidad como camino a la sostenibilidad del proceso, 
entre otras razones, porque la economía del bienestar se 
debe evaluar por la función social del bienestar, lo cual 
ha de conducir a la medición del efecto empleo, al de 
la concentración de la riqueza, al del efecto ambiental y 
el efecto sobre los Derechos Humanos, estos derivados 
del proceso. Para Scitovsky (1972), es “un tipo de utilidad 
colectiva que expresa las preferencias de todo el mundo 
relacionadas no solo con su satisfacción personal sino con 
el estado de la comunidad entera y con la distribución del 
bienestar entre sus miembros”.

Meade (1972) advierte que no toda expansión en el 
comercio es ganancia neta, porque la formación de la unión 
aduanera puede significar una reducción del ingreso de los 
países miembros por concepto de impuestos arancelarios 
dejados de percibir. Sin embargo, en países con factores 
de producción subutilizados, el comercio puede producir 
importantes efectos en empleo, ingreso y crecimiento, 
en especial si esos factores son producidos por conflictos 
sociales y políticos. En este caso, la localización de la 
producción, efecto de la unión aduanera, debe tomarse en 
cuenta para evaluar el efecto bienestar de la unión.

Cooper, Massell y Arndt (1972) consideran que el poder 
económico de los países miembros de una unión que ac-
túan al unísono puede lograr lo que no puede un país 
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que actúa de manera aislada, no sólo en su capacidad de 
negociación con las corporaciones transnacionales sino 
en escenarios multilaterales con otros países. Si se define 
el bienestar económico en términos de consumo priva-
do de bienes y servicios, existe la tendencia automática 
a procurar esa condición apelando al comercio libre. El 
problema es que la política de libre comercio, como par-
te de la teoría ortodoxa del comercio internacional, des-
carta de plano la existencia del poder tanto entre países 
como dentro de ellos. Esta reflexión es más relevante si 
el poder se constituye de manera ilegal al apelar a mé-
todos violentos, antidemocráticos e incluso a delitos de 
lesa humanidad. Pero si se incluyen bienes públicos en la 
función de bienestar de la comunidad, aun en el mismo 
marco de la teoría ortodoxa, se pueden proveer argu-
mentos económicos racionales para la unión aduanera. 
Esto en caso de establecer una preferencia colectiva por 
la producción industrial.

Por esto, a la producción industrial se le da el trato de 
bien público colectivo en lugar de bien privado. En tér-
minos de Johnson (1962), “el electorado está dispuesto a 
dedicar recursos reales a través de la acción de gobier-
no, a buscar un nivel de empleo y producción industrial 
mayor que el que alcanzaría bajo condiciones de libre 
competencia internacional”. Ante la posibilidad de pre-
cios altos de productos escasos en el mercado mundial, es 
necesario apelar a mecanismos impositivos para sociali-
zar las ganancias y contribuir así con niveles superiores 
de bienestar social. Esos recursos extraordinarios pueden 
fortalecer la creación de fondos de compensación para 
disminuir asimetrías y desarrollar el sector productivo.

Se trata de construir la integración operativa, en términos 
de Darcy Riveiro (1978/1988), para maximizar el bien-
estar de la comunidad, el cual se logra cuando los valores 
marginales de los bienes privados y públicos son iguales a 
sus respectivos costos marginales. De esta forma, la pro-

ducción industrial se considera un bien público. Esto no 
implica igual protección para todos los bienes industriales. 
El grado de protección tenderá a variar de forma inversa 
a la “habilidad” para competir con sustitutos extranjeros. 
Cada país miembro de la unión debe obtener una partici-
pación equitativa en la producción industrial pactada. En 
estas condiciones, la unión es superior a una política de 
reducción arancelaria unilateral, en especial cuando los 
bienes públicos son incluidos en la función de bienestar de 
la comunidad.

Según la teoría ortodoxa, la unión aduanera es “inferior” 
a una política de subsidios directos a la producción, por-
que para un nivel dado de consumo de bienes públicos, el 
consumo de bienes privados será mayor en la política de 
subsidios debido a la ausencia de efectos perversos en el 
consumo derivado de instrumentos arancelarios. Sin em-
bargo, los aranceles se pueden establecer por razones no 
económicas que, al incluir bienes públicos o colectivos, 
pueden constituir un argumento económico favorable, 
aunque diferente al clásico efecto sobre los términos de 
intercambio, constituyéndose en mecanismos con mejo-
res resultados que los que se derivan de políticas aran-
celarias unilaterales, como la Ley de Preferencias Aran-
celarias Andinas y de Erradicación de Drogas (Atpdea) 
de Estados Unidos o el Sistema Generalizado de Pre-
ferencias (SGP Drogas) de la Unión Europea, concedi-
dos a los países andinos como apoyo a la lucha contra 
el narcotráfico. Situación que deriva en injerencia en los 
países beneficiarios al imponerles políticas de seguridad y 
de defensa ajustadas a los intereses de las corporaciones 
transnacionales de los países benefactores.

La presencia de bienes públicos en las uniones aduaneras 
es más eficiente que las políticas arancelarias unilatera-
les. Sin embargo, no son el mecanismo más eficiente, por 
cuanto una política de subsidios para fortalecer la indus-
tria como bien público es superior a la unión aduanera. 
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En este caso, la unión aduanera sería una política de se-
gundo “óptimo-orden” (Garay, 1979, p. 268).

En los procesos de unión aduanera se espera que con 
mayor complementación exista mayor desviación del co-
mercio y que el intercambio entre los países de la unión 
supere el intercambio con el resto del mundo y procurar 
mayor ganancia. De igual manera, es necesario prever 
que la especialización ex ante de la unión no debe ser la 
resultante del proceso ex post. 

Un sistema adecuado de transferencia entre los países, 
para procurar equidad en la distribución de los benefi-
cios derivados del proceso de unión, resuelve el riesgo de 
bajar los niveles de bienestar. El principio Kemp y Wan 
(Garay, 1979, p. 270) establece que solo aquellos cambios 
en los que se adopta un arancel externo “óptimo”, se uti-
liza un sistema de transferencias “ideales” y se alcanza un 
equilibrio competitivo, podrán aumentar el bienestar en 
los países; estos estarán mejor después de la unión adua-
nera. Se trata de medir impactos en producción, consu-
mo e inversión. Para el caso de Suramérica, es necesario 
complementar dichos impactos en derechos humanos y 
distribución.

La teoría tradicional de integración, al igual que la teoría 
pura del comercio internacional, no da importancia al es-
tudio de los aspectos distributivos. Al contrario, para Ri-
cardo o para Heckscher-Ohlin el libre comercio interna-
cional maximiza el bienestar de los países en su conjunto, 
sin ocuparse del efecto-concentración de la riqueza ni del 
poder derivado. Samuelson, por su parte, sugiere que el 
libre comercio y un sistema de transferencias “ideales” 
pueden maximizar la producción mundial y la frontera 
de utilidad de todos los individuos, siempre y cuando las 
leyes de retorno sean apropiadas a la competencia per-
fecta. Sin embargo, la experiencia muestra que no todos 
los países ganan con el libre comercio, y menos sin trans-

ferencias. El esquema de transferencias o mecanismos de 
compensación no está en la agenda de la experiencia de 
integración suramericana. La Unión Europea logró éxi-
tos importantes en el ámbito económico incorporando 
fondos de compensación para resolver problemas de asi-
metrías entre países, pero no lo logró en el ámbito social 
ni en el ámbito de defensa.

Las uniones aduaneras se utilizan en muchas ocasio-
nes como una fase preliminar de la cruzada por el libre 
cambio, lo que profundiza procesos de concentración y 
afecta el bienestar de toda la población. En este caso es 
necesario entender que el orden de los factores sí altera 
el producto; en tales condiciones será necesario entender 
que sin un sistema de transferencias compensatorias, la 
integración puede contribuir a profundizar las asimetrías 
preexistentes en los países, y entre ellos debe entenderse 
la necesidad de garantizar una asignación equitativa de 
nuevas inversiones, como proceso gradual, eliminar o al 
menos disminuir las asimetrías/desigualdades entre los 
países que deciden integrarse.

Influenciar la localización de inversiones significaría pro-
gramación conjunta, incentivos generales con escogencia 
de áreas y creación de bancos de fomento o corporacio-
nes regionales de desarrollo. La integración no puede 
subvaluar los beneficios derivados de la producción y 
centrarse sólo en el efecto-consumo del proceso. Es cla-
ro que el instrumento de los subsidios utilizados de ma-
nera estructural por los países desarrollados no es el de 
los países suramericanos, por ausencia de recursos, salvo 
en el caso de países con economías de renta, como los 
petroleros, que pueden establecer políticas públicas que 
permitan la transformación de la economía de renta en 
economía productiva.

En este orden de ideas, es claro que la distribución de 
beneficios en los procesos de integración suramericana 
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requiere la adopción de mecanismos de compensación 
para que el interés nacional sea satisfecho en escenarios 
nuevos, derivados del interés común construido de ma-
nera gradual. La consecución de los objetivos de distribu-
ción de beneficios de la integración es requisito ineludible 
para procurar la estabilidad de la sociedad integrada. En 
estas condiciones, un sistema de compensación se cons-
tituye en requisito sine qua non y paso previo al cálculo 
de los beneficios y costos de la integración, tanto en los 
países integrados como en cada país particular. El interés 
común debe incorporar el interés nacional, en vez de sus-
tituirlo por el interés del país que está más desarrollado 
y tiene más poder incorporado en el proceso de manera 
directa o indirecta.

2.1 Regionalismo abierto: una opción para 
la integración con limitaciones

La conciliación entre los objetivos de política económica 
de cada país y los objetivos de integración es el paso pre-
vio necesario para establecer la gradualidad con la que 
los intereses nacionales se transfieren a los intereses su-
pranacionales en la búsqueda del bienestar para toda la 
sociedad integrada. La gradualidad o velocidad de cada 
país en el proceso integrador estará en relación directa 
con su grado de desarrollo.

En este análisis debe incorporarse el papel del comercio 
exterior y el trato dispensado a terceros países, procuran-
do la estructuración de interdependencia guiada por las 
señales del mercado y orientada a una mejor inserción en 
la economía internacional (CEPAL, 1994, p. 13). Para la 
Comisión Económica para América Latina (CEPAL), el 
regionalismo abierto debe desarrollarse en un contexto 
de apertura y desregulación con el objeto de aumentar 
la competitividad y crear los cimientos de una economía 
internacional más abierta y transparente. Si esta trans-

parencia no se logra, este organismo asesor de Naciones 
Unidas sugirió en su momento que tales procesos podrían 
transformarse al menos en “un mecanismo de defensa 
de los efectos de eventuales presiones proteccionistas en 
mercados extra regionales”.

Integrarse significaba influir en las expectativas de inver-
sión nacional y extranjera o reducir costos de transaccio-
nes que erosionaban la competitividad por la existencia 
de barreras geográficas e institucionales. El efecto en el 
ahorro, la inversión y el crecimiento de la productividad 
del conjunto de factores de producción debería traducir-
se en crecimiento económico. Este proceso debería apo-
yarse con la creación de centros de excelencia y reducir 
los costos de la investigación pura y aplicada, procurando 
fortalecer las ramas de progreso técnico acelerado, con la 
esperanza de procurar responsabilidad social empresarial 
en ese ámbito estratégico mediante el impulso a la trans-
ferencia de tecnología entre los países integrados, como 
un camino cierto hacia la eliminación de asimetrías en el 
campo científico técnico.

Para la CEPAL era necesario hacer énfasis en prácticas 
empresariales asociadas a la apertura y a la desregula-
ción en un contexto de globalización, lo cual supuso la 
constitución de redes con un potencial de especialización 
e innovación que creyó que podría ser motor de la in-
tegración. A esta propuesta se adicionó la necesidad de 
emprender proyectos de infraestructura física y energé-
tica para lograr economías de escala y una mayor pro-
ductividad de las inversiones privadas. Según esta percep-
ción, la cooperación podía trascender a ámbitos como 
el educativo y al de desarrollo del mercado de capitales. 
En pleno auge de apertura, se suponía que la integración 
podía contribuir a lograr un modelo de desarrollo que 
impulsaba crecimiento y desarrollo (CEPAL, 1994, pp. 
33-38), desde la presunción de que la acción pública se 
orientaba a estimular la competitividad casi de manera 
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doctrinaria y que ello implicaba la creación de alternati-
vas más dinámicas en los procesos de inserción en la eco-
nomía internacional libre de proteccionismo y de trabas 
al intercambio de bienes y servicios.

Incluso se consideró que la experiencia novedosa del Tra-
tado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) podría 
ser un ejemplo a seguir, por cuanto era la primera vez que 
se incorporaban países desarrollados con un país subde-
sarrollado. No se evaluó si era una integración de hecho 
legitimada por el tratado o era el producto de decisiones 
políticas tomadas en la órbita de la diplomacia presiden-
cial vigente en los países que habían pactado el tratado 
(EE.UU., Canadá y México). Entonces proliferaban los 
acuerdos de alcance parcial, lo que creó expectativas por 
esa modalidad de tratado, aunque para muchos analistas 
mexicanos no pasaba de ser un plan de inversiones de Es-
tados Unidos en la parte norte de América. El resultado 
14 años después fue que en vez de diversificar los destinos 
de las exportaciones mexicanas lo que ocurrió es que se 
han concentrado hacia Estados Unidos.

La defensa de la interdependencia, basada en marcos 
macroeconómicos coherentes y estables, la liberalización 
comercial unilateral, la promoción no discriminatoria de 
las exportaciones, la eliminación de trabas a la inversión 
extranjera, las privatizaciones y los mecanismos de via-
bilidad para el pago de la deuda, correspondieron con el 
clima político dominante en América Latina. El resultado 
es que el comercio y la inversión entre países de la región 
aumentó desde 1990, pero el problema de concentración 
de la riqueza y la exclusión social no se modificó de forma 
significativa. Incluso en Chile, el país más disciplinado en 
Suramérica en ese modelo, aunque ha crecido de mane-
ra sostenida, la desigualdad también se ha incrementado 
(Direkxsens, 2008). Podría afirmarse que la crisis de so-
breacumulación de Chile se resuelve entre otras formas 
con las enormes inversiones en puertos, en transporte aé-

reo y servicios en Perú, al punto de controlar buena parte 
de esa economía de servicios. Como se advirtió, no se 
presentan cifras relativas al efecto de concentración de la 
riqueza de esos buenos datos de comercio e inversión. La 
idea de procurar desarrollo económico giraba alrededor 
de la confluencia entre la interdependencia favorecida 
por convenios y la impulsada por las fuerzas del mercado.

En estas condiciones, lo que persigue el regionalismo 
abierto es que las políticas explícitas de integración sean 
compatibles con las políticas tendientes a elevar la com-
petitividad internacional. Se institucionaliza entre la tec-
nocracia la idea de que el motor de la integración es la 
competitividad. Sin embargo, se advierte que la diferencia 
entre regionalismo abierto y promoción de exportaciones 
es el ingrediente preferencial reflejado en los acuerdos 
de integración, favorecidos por la cercanía geográfica y 
afinidades culturales, facilitando un proceso de adhesión 
creciente en la región; se plantea que si la competitividad 
no tuviera éxito, al menos el propósito del mercado am-
pliado podía transformarse en un logro. La estabilidad 
macroeconómica y la armonización de normas comer-
ciales no discriminatorias se constituían en pilares del re-
gionalismo abierto, en tanto que el efecto en la reducción 
de los costos de transacciones podría transformarse en un 
estímulo para las economías de la región. 

A la liberalización de los mercados se agregaron arre-
glos sectoriales flexibles al servicio de las empresas que 
deseaban aprovechar los beneficios potenciales de la in-
tegración. Al Estado se le asignó el papel de catalizador 
de estructuras flexibles de coordinación empresarial y de 
facilitar la intermediación de la transferencia tecnológi-
ca y el avance de proyectos de infraestructura vial y de 
energía. Un limitante en el ámbito tecnológico fueron las 
restricciones del régimen de propiedad intelectual vigen-
te en la región, casi siempre inspiradas en las normas de 
los Estados Unidos, que contrastaban con principios de-
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rivados de normas regionales, como la decisión 24 de la 
Comunidad Andina de Naciones (CAN) relacionada con 
el trato al capital extranjero.

Desde 1994, la CEPAL advirtió que una de las dispari-
dades más significativas tenía relación con el uso de insu-
mos como el petróleo, cuyos costos eran muy diferentes, 
lo cual justificaba acuerdos sectoriales de armonización. 
Para ellos el petróleo era un insumo, es decir, no tenía el 
alcance de ser un recurso estratégico para la integración 
regional, como lo ha destacado el gobierno venezolano 
desde 1999.

Un elemento final (considerado por el análisis de CEPAL) 
tiene relación con la integración social en cada país que 
optara vincularse; sin embargo, no se arbitraron recursos 
explícitos para tal propósito, ni siquiera en términos de 
la formulación del modelo integrador. En cambio se pre-
vió el financiamiento de proyectos de inversión del sector 
privado por la vía de las concesiones, lo cual podía tener 
el peligro de generar espacios propicios para el comer-
cio desleal proveniente de las más grandes empresas de 
la región, de manera que era necesario evitar prácticas 
predatorias, muy difíciles de controlar, si el escenario teó-
rico y político era el librecambismo como expresión del 
pensamiento único que dominó en el continente en los 
años 90. Podría afirmarse que a la política social se le 
asignó un carácter residual.

En relación con la coordinación de políticas de media-
no y largo plazo, los resultados positivos en términos de 
intercambio comercial y de inversión regional se explica-
ron más por la compatibilidad en las políticas macroeco-
nómicas de corte aperturista, aplicadas por las medidas 
de integración pactadas, como fue el caso de Venezuela 
y Colombia. Incluso por esa vía se llegó a procurar un 
mecanismo flexible de compatibilización cambiaria como 
elemento funcional a las políticas macroeconómicas de los 

dos países. Se avanzó, entonces –cada país con su propio 
ritmo–, en la búsqueda de armonización de normas labo-
rales, pero las supuestas ventajas del comercio previstas en 
la ortodoxia no se cumplieron (Sarmiento, 2008, p. 343).

La condicionalidad de los procesos de integración estuvo 
marcada por los niveles de interdependencia en la región 
y por el mercado internacional. La experiencia integra-
dora funcionó sin alternativas políticas alrededor de la 
compatibilidad macroeconómica de carácter neoliberal, 
con armonización de normas laborales orientadas a la 
flexibilización y con la competencia centrada en el sector 
privado. Los temas de agenda internacional –impuesta 
por los países desarrollados, como el cambio climático y 
la propiedad intelectual– se irían incorporando de for-
ma progresiva, aunque de las experiencias de la CAN 
sugirieron muy importantes planteamientos relativos a la 
política industrial común, las inversiones extranjeras y el 
régimen de patentes. 

Desde el año 2000 empiezan a construirse las alternati-
vas políticas con la configuración de un nuevo mapa del 
poder político en América Latina y en consecuencia apa-
recen propuestas diferentes a las que dominaron en la dé-
cada del 90, cuyo pensamiento único dominante, aunque 
se mantiene con gran presencia, incluso, en los gobiernos 
de izquierda, empieza a cuestionarse en función de varios 
elementos aplazados, como el tema de la distribución de 
la riqueza y de los beneficios derivados de la integración.

Análisis realizados por Perroux (1973) advirtieron que “si 
la competencia la ejercen los monopolios, los oligopolios 
y los grupos económicos y financieros, nadie podrá decir 
que uno se aproxima a una optimización análoga a la de 
la competencia perfecta y peor aún si la competencia es 
demasiado imperfecta y monopólica, no son las empresas 
menos eficientes las que se eliminan sino las menos rela-
cionadas con el poder”, tradicional o emergente.
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De manera que a las corporaciones transnacionales es-
tadounidenses y europeas que contribuyen más al proce-
so de concentración y centralización del capital a escala 
mundial y regional –con énfasis sectoriales definidos y 
ante la privilegiada acción política y no sólo económica 
de dichas empresas–, será necesario incorporarlas como 
un agente particular de acomodamiento a las nuevas 
experiencias de integración regional, esto con el fin de 
procurar un bienestar social aceptable y justo. El análisis 
es prioritario para evitar desviaciones e incluso conflictos 
entre países en la búsqueda urgente de la política de inte-
gración y de unión suramericana, debido a la pugnacidad 
que caracteriza la lucha por la hegemonía en el mercado 
a escala internacional en la indagación de esquemas de 
acumulación (Garay, 1977, pp. 91-128).

Es necesario entender que el comercio se maneja con ele-
mentos propios de la guerra. La guerra económica apela 
a todas las formas de lucha, lo cual puede afectar la “esta-
bilidad” de la sociedad en el proceso de integración y los 
gobiernos debilitados por sus propios conflictos pueden 
ser cooptados por las corporaciones transnacionales en 
esta disputa. Por estas razones, no es apropiado para la 
búsqueda de la eficiencia y la equidad dejar en manos 
de las corporaciones transnacionales privadas, la respon-
sabilidad de los propósitos de desarrollo regional, que 
después de la experiencia mencionada ocupa no sólo sec-
tores sino territorios, recursos naturales, espacios geoes-
tratégicos y conocimiento, estimulados por la política 
económica implantada por medios autoritarios derivados 
de esta confrontación comercial y de factores propios de 
la confrontación política y social, como en el caso colom-
biano, que lo llevó en 2008 a tener gastos militares de 
6,5% del PIB, mientras que Estados Unidos dedicaba el 
4% del PIB al mismo rubro (Isaza, 2007). 

En este caso se crea una condición de economía de gue-
rra, que para algunos analistas deriva en capitalismo 

mafioso que impulsa la economía nacional a un proceso 
acelerado de transnacionalización que apela al delito y al 
amedrentamiento de la sociedad (Sarmiento, 2007). De 
esta manera, la carrera de obstáculos para resolver la cri-
sis de sobreacumulación puede ser superada en condicio-
nes espurias, eficientes en el tiempo, pero con el sacrificio 
de la democracia.

Como puede deducirse, no hay un modelo que pueda 
representar de manera adecuada el objeto principal de 
la integración, que es el mejoramiento del bienestar de 
toda la población. Los nuevos intentos en construcción, 
como la Unión de Naciones Suramericanas (Unasur) o la 
Alternativa Bolivariana para la América (ALBA), deben 
ser susceptibles de evaluación con cierta validez teórica 
y metodológica, y así aprovechar el acumulado de cono-
cimiento sobre las experiencias, además de la región la-
tinoamericana, otros lugares del mundo, que incorporen 
eficiencia, equidad y efectividad en el manejo de la polí-
tica económica y social. Se trataría ahora de compartir 
ventajas en el ámbito económico y social para un mejor 
posicionamiento en el mercado interno y externo de la 
región, que se traduzca en bien-estar y bien-vivir de la 
comunidad suramericana.

2.2 La integración energética: 
un componente estratégico para la 
integración regional

Las nuevas reflexiones sobre la búsqueda de la integra-
ción para el desarrollo integral de la región, en el contex-
to del nuevo mapa del poder político en América Latina, 
comenzaron por precisar el objeto de estudio de la eco-
nomía como ciencia, que es procurar el bienestar social 
y salir de la órbita única que dice que se debe vender 
y comerciar únicamente donde se genere ganancia y no 
donde sea necesario satisfacer necesidades. En este caso, 
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se advierte que las relaciones de poder son fundamenta-
les para tomar decisiones, incluidas las relacionadas con 
la economía. Este es el caso del impulso a la integración 
sectorial, en particular del sector energético como parte 
de esa discrecionalidad del poder político en la región.

El nuevo mapa del poder en América Latina no sólo 
puede verificarse por situaciones como la elección del 
primer secretario de la OEA, (que no fue candidato de 
Estados Unidos), sino por la construcción de idearios con 
ejercicio de gobierno como experiencia novedosa y muy 
importante para América Latina. La izquierda se carac-
teriza por apoyarse en las ideas, sin ejercicio de gobierno, 
mientras que la derecha se apoya en intereses con ejer-
cicio de gobierno. De manera que esta confrontación, si 
se desarrolla con democracia real, será benéfica para el 
bienestar de la sociedad. La confrontación más reciente 
entre los lineamientos de Estados Unidos y los de Amé-
rica Latina tuvo relación con el fracaso del área de Libre 
Comercio de las Américas (ALCA) debido a la evidente 
ignorancia intencional en relación con las asimetrías re-
gionales (Cárdenas, 2004, pp. 166-168).

Hay ejes orientadores de esta nueva vía al desarrollo. El 
primero hace referencia a la necesidad de establecer prio-
ridades en la utilización de recursos renovables, mediante 
el control público y colectivo de los recursos naturales, en 
especial de los recursos minerales. El segundo tiene rela-
ción con los efectos del nuevo capitalismo agrario, que 
crea nuevas fronteras asociadas con la mercantilización 
de la tierra, lo cual está en camino de crear mecanismos 
de sumisión del trabajo, en nombre de la agroindustria y 
los agronegocios, en particular el de biocombustibles. El 
tercero hace referencia a la democracia que, traducido 
en poder de decisión, no debe, exclusivamente, referirse 
al ámbito político sino al ámbito económico. Y el cuarto 
es el que busca el fortalecimiento de la interculturalidad 
como soporte incluyente de los tres ejes iniciales.

La apropiación pública de los recursos que son base de la 
vida, como el agua, la regeneración del clima, aplicando 
la tasa Tobin, la abolición del secreto bancario, la aboli-
ción de patentes que permiten abuso de monopolio por 
parte de las corporaciones transnacionales, hacen parte 
de elementos básicos para el nuevo modelo de desarrollo. 
En el ámbito internacional se propugna por la reforma 
democrática de Naciones Unidas y la socialización de los 
resultados de la ciencia, en particular los que tengan rela-
ción con la salud y con la base de la vida.

En el ámbito del denominado sujeto histórico, será nece-
sario incorporar con claridad que no sólo la clase obrera, 
en sentido clásico, debe ser la orientadora de los procesos 
de cambio, sino que los campesinos, los indígenas y toda 
expresión popular deben ser sujetos de la nueva historia y 
así procurar restablecer el papel del Estado como orien-
tador de políticas incluyentes en lo económico y lo social.

El reto para América Latina radica en el cómo sacudirse 
de su condición de colonia, en especial si se tiene en cuen-
ta que Estados Unidos, visto como uno de los imperialis-
mos más poderosos de la historia, utiliza medios menos 
perceptibles en el ámbito científico y virtual. La salida 
está en la vocación integradora, la experiencia muestra 
que mientras Europa hace esfuerzos para unirse, Amé-
rica Latina hace esfuerzos por fragmentarse, debido en 
buena medida al accionar de las élites latinoamericanas 
que derivan ganancias de la adhesión a Estados Unidos y 
estructuran democracias para su servicio. Es notable que 
en esta experiencia de la izquierda en el poder la expro-
piación no sea el lenguaje orientador ni la eliminación 
de la propiedad privada la única fuente de la distribu-
ción social de la riqueza; al contrario, se diversifican nue-
vas formas de propiedad, incluida la propiedad privada, 
como la propiedad cooperativa y la propiedad pública de 
recursos estratégicos, y se prevén recursos para compen-
sar a las corporaciones transnacionales por las decisiones 



22

16

tomadas de nacionalización. La experiencia venezolana 
ha contribuido con esta modificación que ha generado 
más confianza inversionista que la experiencia cubana o 
de la antigua Unión Soviética. 

El auge de la izquierda se explica por el fracaso y agota-
miento del modelo neoliberal, pero en especial por el éxi-
to en niveles municipales y regionales en cada país de go-
biernos de izquierda, que logra tener buenos resultados 
en el manejo transparente de la gestión pública, mejor 
manejo de recursos públicos, con sus efectos en la calidad 
de vida de la población. Aunque persisten tentaciones de 
subordinar a los movimientos sociales. La heterogenei-
dad de las experiencias de la izquierda no permite hacer 
simplificaciones para medir el grado de solidez de los go-
biernos y para predecir si son experiencias irreversibles, 
porque es una situación que está en alta correlación con 
el grado de enraizamiento de las élites y de la informa-
ción y formación de la población excluida.

En el discurso se plantea la necesidad de una nueva ar-
quitectura financiera que supere sus límites de carácter 
comercial. En este caso, se plantea que los bancos cen-
trales deben reestructurarse para superar sus prácticas 
duales de arrogancia con sus pueblos y de sumisión a los 
dictados de las grandes corporaciones transnacionales. 
Se advierte, por ejemplo, que América Latina disponía 
en 2008 de cerca de 250 mil millones de dólares en reser-
vas, que por seguridad y liquidez mantiene en los bancos 
de los países desarrollados, lo cual amerita revisarse para 
hacer viable un nuevo proyecto integrador. En este sen-
tido, se plantea la creación de un Banco del Sur –como 
alternativa funcional al Banco Mundial–, que debería 
ocuparse de la gestión de las crisis financieras y balanza 
de pagos con apoyo en un sistema monetario con mo-
neda común, además de financiar proyectos públicos de 
integración regional. 

Se trata de sustituir el motor de la competencia por el 
motor de la solidaridad, principio que debe traducirse, 
por ejemplo, en que los precios altos en el mercado mun-
dial, como energéticos o alimentos, sean una fuente de 
financiamiento de proyectos sociales para sus pueblos. En 
términos de las relaciones internacionales, sería necesario 
cambiar la diplomacia declarativa en diplomacia de la 
construcción.

En este contexto, la pregunta que surge es si las inversio-
nes extranjeras directas deben ser el camino para proveer 
materia prima al exterior o para atender también el mer-
cado interno a precio razonable. Se trata de atender las 
ganancias esperadas del accionista, que ha sido utilizado 
para capitalizar/privatizar sectores estratégicos, como el 
petrolero, o para atender las necesidades del país. Si se 
trata de atender las ganancias privadas del accionista es 
posible que los precios no correspondan a los costos de 
producción ni a la ley de oferta y demanda del petróleo, 
sino a la capacidad de manipulación del mercado de la 
empresa petrolera privatizada, en especial en el ámbito 
especulativo, como ocurrió con el precio del petróleo en-
tre 2007 y 2008.

Asimismo, en el proceso de la política alternativa para el 
desarrollo regional, los gobiernos de izquierda previeron 
que para recuperar soberanía sobre recursos naturales 
por vía de la nacionalización era necesario el pago de los 
activos existentes, para luego establecer alianzas, situa-
ción que se diferencia en forma sustancial de los cambios 
en el mapa político de América Latina que caracteriza-
ban los años 60, en donde el riesgo de la expropiación 
era muy alto.

De otra parte, es importante entender que al revisar ex-
periencias de integración con países desarrollados, en par-
ticular México con Estados Unidos y Canadá, a los com-
promisos de desregulación de su economía se agregaron 
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compromisos en geopolítica y geoestrategia regional des-
de 1994 (Sandoval, 2004). En 2008 se profundizó esa ar-
ticulación en el ámbito de la seguridad y la defensa con la 
denominada Iniciativa Mérida, que es una reproducción 
del Plan Colombia, tema que se abordará más adelante.

Con la Ley de Comercio de Estados Unidos (2002) que-
dó claro que para este país los acuerdos comerciales en 
el siglo XXI son equivalentes a los pactos de seguridad 
firmados durante la Guerra Fría, así que la pertinencia de 
incorporar el tema geopolítico en el análisis de los proce-
sos de integración regional es evidente, en particular si se 
revisa el mapa de las bases militares estadounidenses en el 
continente americano, que primero se instalaron con el ar-
gumento de la lucha contra el narcotráfico, y luego contra 
el terrorismo, después del 11 de septiembre de 2001, pero 
que en realidad están asociadas con recursos estratégicos, 
recursos naturales que constituyen reserva de valor en el 
continente. En 2008 la localización de las bases militares 
de EE.UU. responde no sólo al control de esos recursos, 
sino al control político estadounidense, debilitado entre 
otras razones por el nuevo mapa del poder político en la 
región, cuya expresión más reciente tuvo lugar en Puer-
to España en 2009. Como se deduce de la ubicación de 
las bases estadounidenses (tabla 1), existe un propósito de 
control continental asociado con los recursos estratégicos 
de la región, como una manera de vigilar las experiencias 
de los nuevos gobiernos de la región. 

Los acuerdos comerciales que explican la mayor parte del 
comercio mundial se transformaron en mecanismos asi-
milables a pactos de seguridad, en términos de la estrate-
gia comercial derivada de la Ley de Comercio de Estados 
Unidos de 2002. En estas condiciones, la localización de 
las bases militares se corresponde con la estrategia men-
cionada de articular elementos económicos con compo-
nentes militares que respondan a la seguridad hemisféri-
ca diseñada por Washington para la región. Es necesario 

advertir que a las bases fijas del mapa debe agregarse la 
Cuarta Flota de Estados Unidos, que se reactivó en la 
zona del Caribe en el mes de julio de 2008.

Tabla 1. Bases u operaciones militares 
de EE.UU. en América

País Ubicación

EE.UU., Radar Rothr de 

Corpus Christi

Texas

Colombia

Tres Esquinas, Larandia, Palanquero, 

Apiay, Malambo, Bahía Málaga, Car-

tagena y derecho de uso de aeropuertos 

internacionales.

Perú Iquitos, Santa Lucía.

Bolivia Chapare.

Aruba Reina Beatriz.

Curazao Hato Rey.

El Salvador Comapala y Centro Regional de Drogas 

de Centroamérica.

Puerto Rico Estación Naval Roosevelt Rose.

Cuba Guantánamo.

Honduras Base Redares de Soto de Cano o Pal-

merola.

Panamá Aeropuerto militar estadounidense 

Ciudad de Panamá.

Paraguay Campamentos para entrenar boinas 

verdes.

El repentino interés de Estados Unidos de implantar ba-
ses militares en África responde a las enormes reservas 
petroleras en África Occidental y Angola (Harvey, 2007) 
y se justifica con el mismo argumento ritual de la lucha 
contra el terrorismo, lo cual complementa bien el inte-
rés de controlar las reservas petroleras del medio Oriente 
con el aseguramiento de ruta global para la fuerza arma-
da estadounidense. 
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Al frente está un indicador de demanda creciente de la 
China, preocupante por cuanto se pronostica que en 
2020 este país alcanzará el que hoy tiene Estados Unidos, 
lo cual puede profundizar los problemas en el cambio cli-
mático, pero también acrecentar la lucha geopolítica por 
el control de los recursos petroleros de Oriente próximo. 
La diferencia aparente entre los dos modelos de desarro-
llo, de EE.UU y de China, es que el motor de la econo-
mía china son las inversiones, mientras que en Estados 
Unidos el motor es el consumo soportado en el endeu-
damiento. En estas condiciones, el panorama geopolítico 
tiende más a la inestabilidad. En términos de la geoeco-
nomía, parece cada vez más claro que Asia empieza a 
fortalecer su economía, en esta ocasión en torno a China. 

En relación con el patrón monetario de las transacciones 
internacionales, la devaluación del dólar frente al euro es 
otro signo y desafío al patrón dólar como única moneda 
de reserva global, que ya había tenido un primer ataque 
en 1971 con la crisis del patrón dólar oro, justo después 
de la guerra del petróleo y de la derrota estadounidense 
en la Guerra de Vietnam. En 1930 entró en crisis el pa-
trón oro, mientras que en 2008 asistimos a la crisis del 
patrón dólar. 

Para analistas de la nueva estrategia de relaciones exterio-
res de Estados Unidos, a la necesidad de controlar reser-
vas petroleras se agrega la dependencia de la producción 
de bienes y servicios del extranjero, lo cual conlleva cierto 
riesgo, porque exige una notable estabilidad geopolítica 
de las regiones proveedoras o la capacidad de Estados 
Unidos de aplastar manu militari los disturbios y conmo-
ciones en esos países de manera directa o de manera dele-
gada (Harvey, 2007, p. 14). Por esta razón, el ofrecimien-
to de acceso a su mercado subordina tales países de una 
forma más significativa que las negociaciones en el seno 
de la Organización Mundial del Comercio (OMC). El 
problema correlativo es cómo mantener su ritmo de con-

sumo basado en el endeudamiento y la provisión externa 
que depende de la lealtad y subordinación de gobiernos 
amigos, situación condicionada por la estabilidad interna 
de dichos gobiernos que pueda derivar en lealtad y sub-
ordinaciones temporales.

Otra arista en la confrontación geopolítica se abrió en la 
Conferencia de Cancún, en donde países encabezados 
por China, India, Sudáfrica y Brasil exigieron aperturis-
mo para sus productos agrícolas que están compitiendo 
en condiciones desleales derivadas de los subsidios que 
mantienen Estados Unidos, Europa y Japón, lo cual se 
traduce en signos de cambio que pueden estar en proceso, 
en relación con el equilibrio del poder global. La termina-
ción abrupta de las discusiones alrededor del banano de 
América Latina con la Unión Europea en 2008 es apenas 
un signo más de los debates sobre las relaciones económi-
cas internacionales, que oscilan entre lo regional y lo glo-
bal, en este caso, entre relaciones preferenciales poscolo-
niales y discriminación con proveedores que no tienen esa 
condición en el seno del ACP (África, Caribe, Pacífico), 
como Ecuador y Colombia, y el caso de los países centro-
americanos. En apariencia, la preferencia concedida por 
la Unión Europea a los países ACP es pagada con aran-
celes por los países discriminados, lo que constituye una 
paradoja en la idea de liberalizar el comercio.

En América Latina, el surgimiento de un nuevo mapa del 
poder político, implica que una reconfiguración hacia la 
izquierda toma nota de la revisión de modelos de desarro-
llo cuyo motor estaba centrado en su integración-articu-
lación a la economía global y no a la economía regional. 
Venezuela ha contribuido de manera significativa a este 
proceso. 

Un expresión de la agenda internacional tiene relación 
con la fuerte presencia militar de Estados Unidos en el 
mundo, en nombre de la lucha contra el crimen interna-
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cional, y al mismo tiempo su debilitamiento económico, 
lo que permite preguntarse qué ocurriría si se reestable-
ciera la paz y se redujeran a su mínima expresión los de-
nominados conflictos limitados permanentes (Joxe, 2004, 
p. 167). Ni dentro de sus fronteras ni fuera de ellas, Esta-
dos Unidos podría persuadir a nadie de la necesidad de 
su presencia militar (Harvey, 2007, p. 19). La paz no es el 
escenario privilegiado para resolver su crisis económica, 
al menos en términos de la doctrina George Bush.

La guerra contra el terror, en términos de Móchale Ig-
natieff  es un ejercicio de imperialismo, ejercicio que 
aceptan cierto tipo de gobiernos, democráticos o no, lo 
importante es que respondan al interés del imperio. En 
la tragedia de Irak, quedó claro que este país sí utilizó 
armas químicas y biológicas cuando era aliado de Esta-
dos Unidos y que el desencadenamiento del problema en 
1991 respondió al ejercicio que hicieron países petroleros, 
como Irak y Argelia, de proponer, entre otros mecanis-
mos de negociación en el seno de la OPEP, que los pre-
cios del petróleo estuvieran por encima de lo propuesto 
por los aliados árabes de los intereses de Estados Unidos, 
como Arabia Saudita y Kuwait. La intervención de 2002 
se ejecuta en nombre del desarme de Irak y se construye-
ron escenarios virtuales de simulación con el propósito de 
involucrar a la ONU en el desarrollo de la estrategia de 
la guerra preventiva, dado que su Carta Fundacional no 
permitía tal estrategia. Además, esta intervención sirvió 
para dar cierto viso de legitimidad al gobierno de Bush, 
que ganó la presidencia con la pérdida en las elecciones 
por voto directo y enmendado por la Corte estadouni-
dense y además se trataba de desviar la atención sobre las 
dificultades económicas, que derivaría en la crisis recono-
cida en octubre de 2008. 

La intervención de Estados Unidos en Irak correspondió 
a las viejas prácticas de intervención criticadas a propósito 
de la vivencia y asimilación del síndrome de Vietnam (Kis-

singer, 1994) y respondió a una retaliación, motivada por-
que las compañías petroleras estadounidenses y británicas 
fueron excluidas de las concesiones en Irak, mientras que 
compañías rusas, chinas y francesas las reemplazaron. Un 
informe de 1999 del grupo de asesores de defensa neocon-
servadores advertía que se necesitaría un evento catastró-
fico como Pearl Harbor para dar inicio a la intervención, 
y ese evento fue el 11 de Septiembre de 2001. Con esta 
intervención, el neoconservadurismo desplazó de forma 
temporal al neoliberalismo liderado por Clinton en el ám-
bito económico, mientras que en el ámbito político se limi-
tó la libre expresión hacia adentro del territorio de Estados 
Unidos y el derecho de rebelión en el resto del mundo. 
Se fortaleció el poder ejecutivo y se debilitó al Congreso 
en el manejo de sus relaciones exteriores en general, pero 
en particular sus relaciones con el gobierno implantado 
en Irak como estado cliente sumiso permitieron revivir la 
idea de restaurar la Irak Petroleum Company, lo cual per-
mitiría el regreso seguro de Exxon Mobil, Shell, Total y 
BP. Además, si Estados Unidos implanta bases militares en 
Irak, lo hará en la región de mayores reservas energéticas 
del mundo. En estas condiciones, queda en evidencia que 
“quien quiera que controlara Oriente próximo controlaría 
el grifo global del petróleo y con él la economía global” 
(Harvey,  2007, p. 19). De paso se esperaría que el con-
tencioso Palestino-Israelí pudiera arreglarse en la misma 
dirección y estrategia de control de esa región, que hacía 
parte del viejo imperio británico.

Pero las intervenciones de Estados Unidos en Oriente 
próximo no son de ahora, empezaron desde los años 50 
para limitar las expresiones de nacionalismo económico, 
como las de Mossadegh en Irán, en el entendido de que 
controlar los campos petroleros era tan importante como 
dominar los canales de transporte y distribución del pe-
tróleo. Configurar Estados clientes, como Arabia Saudita, 
permitió allanar el camino para ese control de las reservas 
petroleras. Otra razón para controlar el petróleo de esa 
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región tiene relación con el auge económico de China, lo 
que implica que la demanda de petróleo crecerá cada vez 
más y el precio de su abastecimiento dependerá de quien 
ejerza ese poder de suministro. Como una paradoja, las 
alternativas energéticas al petróleo no avanzan por las res-
tricciones de las propias compañías petroleras.

En este ámbito, el carácter democrático de un régimen 
no es lo importante. Lo que importa es su lealtad con la 
estrategia de Estados Unidos, como lo sugiere Thomas 
Friedman, a propósito de la nueva situación latinoameri-
cana, en particular el Gobierno venezolano. Afirma que 
“no hay nada ilegítimo ni inmoral en que Estados Unidos 
quiera evitar que un dictador malvado y megalómano 
adquiera una influencia decisiva sobre el recurso natural 
que mantiene en movimiento la infraestructura industrial 
del mundo” (Harvey, 2007, p. 33).

En este proceso, Estados Unidos ha tenido en los medios 
de información y de diversión su mejor instrumento, pues 
en los términos de Friedman, es necesario convencer al 
mundo de que estas intervenciones no consentidas deben 
pasar a ser consentidas, dado que “se está protegiendo el 
derecho del mundo a la supervivencia económica”. Se 
trata en realidad de viabilizar el proceso de acumulación 
del capital, en este caso el control territorial puede produ-
cirse de manera directa o delegada.

Hay que entender que Estados Unidos va más por un po-
der global que por uno territorial, debido a la incorpora-
ción y uso de su política exterior como geopolítica (Har-
vey, 2007, p. 30 & Kissinger, 1994), con la cual contribuye 
a la formación de gobiernos a su servicio, sean elegidos 
por vía democrática o no, mediante operaciones encu-
biertas y con presiones económicas correlativas. Para que 
esta estrategia fuera exitosa, era necesario el desmante-
lamiento de los antiguos imperios regionales basados en 
el Estado-nación westfaliano, que permite el ejercicio 

del nacionalismo económico, aunque esa concepción de 
Estado nacional sea practicada por Estados Unidos en 
nombre del realismo político.

De esta forma, relaciones comerciales privilegiadas, 
clientelismo, patronazgo y coerción encubierta son los 
principales instrumentos de control implantados por Es-
tados Unidos en esta fase de ejercicio del poder, en me-
dio de su debilitamiento económico, su poderío militar 
de visos imperiales y la sensación de caos en la política 
mundial. Los conductores de este proceso son las clases 
propietarias y las élites dominantes de cada país (Har-
vey, 2007, p. 57). Para debilitar la resistencia del lado del 
trabajo, se construyen formas de fracturar el movimiento 
social y sindical con instrumentos funcionales y median-
te su eliminación física cuando es necesario. Además, el 
instrumento cultural se convirtió en un medio eficaz para 
asentar la hegemonía.

En América Latina, los intentos socialdemócratas, como 
los de Bosh en República Dominicana, Goulart en Brasil 
o Allende en Chile, fueron eliminados sin piedad. En los 
tres casos, Estados Unidos aplicó un método de exagera-
ción en relación con supuestas amenazas exteriores y se 
manipularon las crisis locales para construir una econo-
mía de guerra y aumentar la necesidad de su presencia, 
acompañado con el abuso de su derecho de señoreaje de-
rivado del patrón dólar, que lo llevó a manipular el siste-
ma monetario internacional con la producción de capital 
ficticio. Esta es la forma de defenderse de los ataques de 
sus competidores en el ámbito de la producción, en la que 
pierde terreno por el creciente desarrollo científico técni-
co de Europa, Japón y luego de China e India.

De esta manera, la hegemonía estadounidense se restrin-
ge al campo militar, mientras que en el campo económico 
y tecnológico pierde ventajas frente a Europa y Japón, y 
empieza su desventaja con China. El capital financiero, 
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como arma para mantenerse en el dominio de la econo-
mía, resulta un recurso débil frente a la producción cre-
ciente de bienes reales en China.

En estas condiciones, “la administración Bush ha dado 
un giro hacia el unilateralismo, hacia la coerción por en-
cima del consentimiento, hacia una concepción más im-
perial, apoyándose en su potencia militar incuestionable. 
Supone un planteamiento de alto riesgo para mantener 
la dominación estadounidense, mediante el control mili-
tar de los recursos globales del petróleo” (Harvey, 2007, 
p. 70). Pero también puede corresponder a una acción 
desesperada con alto riesgo para la libertad y la demo-
cracia en los países petroleros, y también para los países 
que puedan tener diferencias con Estados Unidos, por-
que pueden ser desestabilizados (Uesseler, 2007, p. 71).

La mercantilización de la seguridad –como estrategia 
para debilitar la defensa nacional de los países interveni-
dos o para cooptar a los países que no se comprometen 
en esas intervenciones militares, pero cofinancian la in-
tervención de Estados Unidos, como ocurrió en las dos 
intervenciones en Irak y en Yugoslavia– es signo de los 
procesos crecientes de privatización. De esta manera, los 
conflictos se plantean cada vez más desnacionalizados e 
internacionalizados, lo cual derivó en un mercado para 
la violencia militar y convirtió la violencia armada en 
negocio global. En este escenario, las empresas militares 
privadas desempeñan un papel cada vez más importante 
(Uesseler, 2007, p. 71).

En este proceso de globalización, en Estados Unidos se 
creó una red de empresas privadas, como Vinnell, Trojan 
Securities, Pistris, DynCorp, SOC-SMG, Olive Security 
y Meyer Associates, que imparten instrucción a su propio 
ejército y a ejércitos de otros países en las últimas tácti-
cas y operaciones de guerra estadounidense, apelando a 
simuladores computarizados, lo que se traduce en com-

pras a la industria de armamento estadounidense. Em-
piezan vendiendo servicios y terminan vendiendo bienes. 
La subcontratación se convierte así en el camino de este 
negocio de armas de elevada rentabilidad, pero también 
en la oportunidad de adoctrinamiento político. La guerra 
contra el terrorismo es casi una oferta de pleno empleo 
para ex militares y paramilitares. El lobby principal en 
este proceso de venta de servicios está a cargo de empre-
sas petroleras u otras empresas de materias primas.

En esta estrategia también se apoya a fuerzas irregulares 
simpatizantes de Estados Unidos en los diferentes conflic-
tos limitados permanentes (Uesseler, 2007, p. 73), como 
el programa de asesoramiento en desarrollo del Plan Co-
lombia. Los asesores definen la estrategia y la táctica más 
que las propias tropas, lo cual contribuye a la desestruc-
turación y desmoralización de las fuerzas armadas como 
garantes de la seguridad de las naciones, que se ponen 
al servicio de las corporaciones transnacionales, transfor-
mándose en tropas de ocupación. Las reglas generales de 
asesoría para la injerencia que puede transformarse en 
intervenciones consentidas, se establecen, entre otros me-
dios, por el Military Professional Resourses Inc. (MPRI) 
de Estados Unidos. Uno de los líderes de ese mercado de 
servicios, que se traduce en ventas de armamento, es Ke-
llog, Brown y Root/KBR/, empresa texana filial de Ha-
lliburton, petrolera vinculada al poder en Washington. 
La misión de Estados Unidos en Kosovo dependió de 
la mencionada empresa militar privada y es la principal 
contratista y beneficiaria en las guerras de Irak y Afganis-
tán. Ante esta escalada militar como forma de afrontar 
la crisis económica, Estados Unidos debe recordar el fra-
caso soviético, que se explica, entre otras razones, por el 
exceso en la carrera armamentista; de lo contrario, este 
será el camino para su hundimiento económico.

En el intento de recuperación económica, las ventajas de 
localización desempeñan un papel similar a las ventajas 
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tecnológicas, de manera que los aspectos geopolíticos y 
geoeconómicos pueden jugar un papel crucial en la re-
composición de opciones. El escenario geográfico de la 
producción, el intercambio, la distribución y el consumo 
no están en equilibrio, pero el control de localizaciones 
estratégicas o el dominio de recursos, en especial de los 
naturales, es un arma importante.

Harvey puntualiza que:

La regionalización cristaliza, según su propia lógica, a 
partir de los procesos moleculares de acumulación de ca-
pital en el espacio y en el tiempo. A su tiempo las regiones 
así formadas llegan a desempeñar un papel crucial en las 
decisiones del cuerpo político del conjunto del Estado, 
definido únicamente por una lógica territorial (Harvey, 
2007, p. 91).

En su belicismo experimental, Estados Unidos puede con 
esta lógica utilizar regiones aliadas de naciones en conflicto 
real o potencial para influenciar a cada país en el que tenga 
intereses estratégicos. El problema surge cuando los capi-
tales excedentarios no encuentran posibilidades de inver-
sión rentable en la región originaria de esos excedentes o 
en el país correspondiente. Se apela al mercado ampliado 
regional o a prácticas imperialistas para despejar territorio 
y hacer viable la localización. En este caso, se provocan 
conflictos geopolíticos y se llega a socavar los poderes de 
los Estados vecinos. Esta crisis de sobreacumulación del 
lado del capital y de desempleo del lado del trabajo, pue-
de derivar en conflictos regionales que en su origen tenían 
carácter local. Los casos más ejemplarizantes en América 
Latina tienen relación con el diseño y ejecución del Plan 
Colombia –que irradia a la región andina, en el ámbito de 
la denominada Iniciativa Regional Andina– y con la Ini-
ciativa Mérida implementada en México –con irradiación 
a Centroamérica y el Caribe.

La dialéctica entre la lógica territorial y la lógica del capi-
tal se fortalece, al punto que ya hay experiencias de bal-

canización de países para someterlos a esa dinámica que 
puede fracturar la unidad de los países intervenidos. En 
este caso, la práctica imperial se prefiere a las reformas 
internas estabilizadoras. La asimetría en el intercambio 
va pareja con relaciones espaciales compatibles con el in-
terés de los capitales local y extranjero. El ejemplo más 
relevante en relación con la imposición de la política li-
brecambista puede comprenderse con la declaración de 
Robert Zoellick, quien dijo que si el presidente de Brasil, 
Luis Ignacio Lula, no se mostraba de acuerdo con los pla-
nes estadounidenses de libre mercado para las Américas 
solo podría “exportar a la Antártida”. Se concreta así una 
amenaza al condicionarle a Brasil el acceso al mercado 
estadounidense por no compartir un esquema de co-
mercio librecambista, ajustándose así a la advertencia de 
Harvey, “Las nuevas aperturas de mercado no fomentan 
la competencia, sino oportunidades para que prosperen 
los poderes monopolistas, con todo tipo de consecuen-
cias sociales, ecológicas, económicas y políticas” (Harvey, 
2007, p. 107). 

El imperialismo actúa imponiendo condiciones, dispositi-
vos y arquitectura institucional en el extranjero en nom-
bre de la libertad y de la democracia. En términos de 
Joseph Chamberlain, citado por Harvey, se interviene en 
tales condiciones porque para el manejo político es más 
fácil saquear a poblaciones lejanas con la profundización 
de conflictos locales de carácter político, racial, étnico, 
cultural o regional, que enfrentarse al poder de la cla-
se propietaria en su propio país. Puede resultar menos 
costoso en términos presupuestales y de vidas de sus na-
cionales, y además en términos de costo-efectividad la 
profundización de conflictos en el exterior para controlar 
gobiernos y territorios es preferible a la intervención di-
recta, como ocurre en Colombia.

En este proceso de dominación asimétrica, la acumula-
ción implica que el derecho de propiedad se convierte en 
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apropiación privada de propiedad ajena; el cambio de 
mercancías, en explotación de recursos locales y la igual-
dad entre desiguales, en la peor forma de desigualdad 
(Emmanuel, 1976, p. 157). Por eso es muy difícil diferen-
ciar entre las leyes imperfectas del mercado, por una par-
te, los delitos económicos e incluso penales, por la otra, 
como método aceptado por la propia opinión pública 
para el desenvolvimiento de una economía. Además de 
estas condiciones de empoderamiento social, podría afir-
marse que el motor de este tipo de economía es el consu-
midor compulsivo y no el consumidor racional, como lo 
sugieren las teorías del consumidor dominante.

La metamorfosis del papel del Estado benefactor al Es-
tado facilitador y plenipotenciario despeja el camino a 
la acumulación por desposesión, mecanismo cada vez 
más importante en el ámbito de la geopolítica, lo que 
podría significar el retorno a las condiciones primitivas 
de acumulación con apoyo en el proceso combinado de 
macromilitarización de la economía internacional y la 
micro paramilitarización de las economías nacionales 
(Joxe, 2004, p. 167). De esta forma, el clima de nego-
cios legales e ilegales se construye en medio de un caos 
proporcional al autoritarismo requerido para generar 
consensos en la opinión pública en defensa del modelo 
económico implantado.

El retorno a prácticas coloniales para la provisión de mate-
rias primas puede establecerse en los términos de Harvey: 

La acumulación primitiva incluye la mercantilización y 
privatización de la tierra y la expulsión por la fuerza de las 
poblaciones campesinas, la conversión de varios tipos de 
propiedad –comunal, colectiva, estatal, etc.– en derechos 
de propiedad privada exclusivos, la supresión del acceso 
a bienes comunales, la mercantilización de la fuerza de 
trabajo y la supresión de formas alternativas/indígenas de 
producción y de consumo, procesos coloniales, neocolo-
niales e imperiales de apropiación de bienes, incluidos los 

recursos naturales, la monetarización del intercambio y 
los impuestos, en particular sobre la tierra, la trata de es-
clavos, la usura, la deuda nacional y más recientemente el 
sistema de crédito (Harvey, 2007, p. 116). 

En este proceso, en los países del tercer mundo, el Estado 
es responsable por acción o por omisión del problema 
crónico de sobreacumulación. La solución a la crisis im-
puesta por la dictadura del mercado fue el proceso agre-
sivo de privatización y aporte forzado o consentido de 
materias primas baratas, como el petróleo, para buscar 
bajar los costos de producción y resolver así la caída en 
las tasas de ganancia de la economía mundial.

La acumulación por desposesión más conocida es efec-
tuada por el capital financiero, mediante embargo de 
propietarios que tiene dificultad con la cartera bancaria, 
mientras que la desposesión menos perceptible, por la 
complejidad jurídica, tiene relación con los derechos de 
propiedad intelectual, asociados, entre otros instrumen-
tos, con las negociaciones de la OMC, los llamados Adpic 
(Aspectos de los derechos de propiedad intelectual vincu-
lados con el comercio), que se imponen con el supuesto 
de viabilizar transferencia de tecnología o inversiones ex-
tranjeras. Con este instrumento, legitimado en nombre 
de la competitividad, crece la biopiratería bajo el nombre 
de bioprospección, y el pillaje del germoplasma en be-
neficio de corporaciones transnacionales de la industria 
farmacéutica, con una creciente degradación del hábitat, 
comparable a las prácticas degradantes de la naturaleza 
que efectúan los narcotraficantes en la región amazónica. 
Es más, los propietarios originarios de estas tierras ama-
zónicas no pueden ahora hacer uso de ellas y tienen que 
venderlas, en el mejor de los casos, a bajo precio a capi-
talistas tradicionales o emergentes mafiosos que cuentan 
con exceso de liquidez, y si la negociación se transforma 
en conflicto, la población puede sufrir el desplazamiento 
forzado, como ocurre en Colombia y en Centroamérica. 
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También, este proceso de desposesión es posible por la 
producción de abundante literatura en el ámbito de la 
economía política, gracias a la financiación de think tanks 
(centros de pensamiento) muy selectos que utilizan los 
medios como amplias avenidas hacia el pensamiento en 
las empresas, universidades y gobiernos. De esta forma 
es posible el lanzamiento de los bienes públicos a la di-
námica demoledora del mercado. Y la dictadura espuria 
del mercado se consolida en medio de una crisis que ad-
vierte síntomas de recesión y visos de depresión (Dierkx-
sens, 2008).

La crisis mundial en los albores del siglo XXI es equi-
valente en magnitud económica a la de 1930, pero es 
más profunda, pues al componente económico se suma 
el componente ecológico, y se expresa en escasez de ma-
terias primas. En la actual crisis, la estrategia de los bio-
combustibles podría catapultar los precios de granos bá-
sicos, lo que puede derivar en hambrunas con efectos que 
pueden llevar a la rebelión de las sociedades afectadas. 
Sin riqueza real es claro que la actual economía especu-
lativa puede colapsar.

El modelo de desarrollo que sugiere la profundización 
y mayor compromiso con esquemas que respondan a 
la dinámica de la globalización en crisis, debe hacer re-
flexionar si es útil o no crear mecanismos alternativos con 
procesos de integración transparentes en la búsqueda de 
competitividad, fortaleciendo la economía real, porque 
las experiencias de competitividad basadas en emisiones 
ficticias o en especulación generan condiciones de auto-
destrucción. 

Los términos de intercambio por primera vez tienden a 
favorecer a los países del Sur y la producción también 
tiende a ubicarse en el Sur, lo cual se traduce en la redefi-
nición de la relación centro-periferia (Dierkxsens, 2008). 
Es una oportunidad para que las relaciones económicas 

internacionales se ajusten de manera subordinada o no. 
La conducta de las transnacionales latinoamericanas 
puede repetir las experiencias de las corporaciones de los 
países desarrollados o ser una alternativa que cree reales 
condiciones de cooperación, transferencia de tecnología 
e incluso principios de solidaridad compartiendo ganan-
cias normales y ganancias extraordinarias.

En medio de la crisis, a principios del siglo XXI, estamos 
llegando a una división del trabajo entre el norte y el sur, 
en la que el norte profundiza actividades improductivas y 
especulativas en condiciones autónomas y el sur se dedi-
ca a actividades productivas y extractivas en condiciones 
subalternas. El problema es que si el sur enfatiza en cre-
cimiento endógeno, dispondrá de menos recursos para 
aprovisionar al norte, de manera que este nuevo orden 
internacional no puede repetir la experiencia de la crisis 
del 30, que en vez de incrementar la riqueza para todas 
las regiones del mundo, repartió la riqueza existente a la 
voracidad de las corporaciones transnacionales.

Cuando las medidas económicas para resolver la crisis 
fracasan, como sucede con el incremento del consumismo 
con endeudamiento, se apela a medios extraeconómicos 
tipo lucha contra el narcotráfico y contra el terrorismo, 
lo cual crea el belicismo experimental de Estados Unidos 
como fuente de una hipotética recuperación a través de 
la economía de guerra generalizada, lo cual desvía las in-
versiones del ámbito civil. Es posible que esta estrategia 
se traduzca en ganancias para las empresas de seguridad 
y de armamento, pero el fomento del crecimiento econó-
mico civil se agota. La conducta del consumidor chino en 
relación con el estadounidense podría valorarse en pala-
bras de Cheng Siwei: “Los asiáticos ahorramos hoy para 
gastar mañana, pero Estados Unidos gasta hoy lo de ma-
ñana” (Dierkxsens, 2008). Lo cual podría traducirse en 
el agotamiento del consumo con endeudamiento como 
motor de la economía civil estadounidense.
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Es importante revisar en cifras la actual crisis económica. 
En 2007, la deuda de Estados Unidos con el exterior fue 
de 10 billones de dólares, mientras que la deuda total, in-
cluyendo deuda pública, empresarial y personal, se elevó 
a la cifra de 50 billones de dólares, tres veces su PIB, y su-
perior al Producto Bruto Mundial (Dierkxsens, 2008). La 
crisis evidencia una caída de precios inmobiliarios y de la 
construcción, lo que significa el debilitamiento de su eco-
nomía real y la importación del 10% de los requerimien-
tos de agua potable de dicho país. El resto del mundo es 
tributario de esa situación debilitada de la economía de 
Estados Unidos.

En estas condiciones de crisis es necesario prever: 1. Un 
escenario en que muchos países decidan cambiar las re-
servas internacionales hacia el euro u otra moneda dife-
rente del dólar; 2. La exigibilidad de los acreedores sobre 
la deuda de Estados Unidos; 3. La exigencia de pago de 
exportaciones en moneda diferente al dólar dentro del 
negocio petrolero; y 4. Que China exija el retorno de los 
bonos del Tesoro de Estados Unidos. Un escenario como 
este sería una inmolación para la economía de Estados 
Unidos y para las economías más cercanas a su órbita de 
influencia. De manera que el desequilibrio entre deuda 
acumulada y economía real puede derivar en depresión 
global. Un dato preocupante está relacionado con el pre-
cio del oro, que pasó de US $275 dólares en 2002 a US 
$1.000 dólares en 2008, y que China está trasladando 
dólares a África y América Latina, como una expresión 
de preferencialidad por materias primas y también como 
signo de desconfianza en el dólar.

La desconfianza en la economía estadounidense se am-
plia a tal punto que hay suspicacia con relación a los 
compradores de los bonos del Tesoro. La devaluación 
del dólar, que es efecto del déficit fiscal y externo de su 
economía, afecta los precios internacionales expresados 
en esa moneda y las economías nacionales atadas al dó-

lar. Incluso el crecimiento de esas economías puede re-
velar más la devaluación del dólar que la expresión de 
su prosperidad. En medio de esta crisis se llegó a una 
especie de capitalismo autoritario, que incluso apela a 
actividades delictivas para crear confianza en su mone-
da valiéndose de la razón o de la fuerza. Consecuente a 
esto, la reorientación de la economía es una necesidad 
tanto para el crecimiento incluyente como para el creci-
miento excluyente.

En términos de los recursos naturales, además de naciona-
lizarlos y socializarlos, se debe evitar su sobreexplotación. 
La recuperación de los recursos naturales debe ir paralela 
con la recuperación de la soberanía, lo que ha de implicar 
mecanismos de regulación de los flujos de recursos natu-
rales del sur al norte. En la actualidad, el 20% de la po-
blación concentrada en el norte consume el 80% de los 
recursos naturales utilizados por la economía mundial y 
con el consumo de esa minoría el globo está amenazado 
(Dierkxsens, 2008). Entonces, los precios ascendentes de 
los minerales son una oportunidad para los países provee-
dores, pero también pueden traducirse en fuente de deses-
tructuración de sus economías, en especial si cumplen el 
papel exclusivo de proveedores de materias primas. 

La solución no sólo es nacionalizar, sino socializar, si se 
quieren utilizar esos recursos para un desarrollo integral. 
En efecto, la renta derivada de esta condición excepcio-
nal en la historia de los recursos naturales, en el mercado 
mundial debe ser fuente de recursos para los países po-
bres, pero con una orientación hacia las clases populares, 
lo que implica que las políticas deben tener cuidado de 
controlar los flujos financieros, que podrían debilitar y 
bloquear la estrategia para transformar la economía de 
renta en economía productiva. En Venezuela y en Co-
lombia la economía de crédito ha capturado los exceden-
tes de la economía de la renta petrolera y ha debilitado 
las posibilidades de la economía productiva. Si esa rique-
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za se mantiene concentrada en su apropiación privada, 
como hasta hoy viene pasando, se traducirá en un factor 
más de desestabilización local, por cuanto la deuda social 
acumulada no será pagada.

A la volatilidad del capital financiero se agrega cada vez 
más la volatilidad de la producción, lo que se ha tradu-
cido en exigencia de zonas extraterritorializadas desde el 
punto de vista aduanero e incluso de territorios libres del 
ámbito mundial, para facilitar la transferencia de activos 
públicos productivos y rentables, de pequeños y media-
nos propietarios a grandes propietarios, en particular las 
corporaciones transnacionales. Se produce así un pro-
ceso de desposesión con desnacionalización. El caso co-
lombiano es un ejemplo, por cuanto el incremento de las 
inversiones extranjeras directas ha sido muy significativo, 
lo que se ha traducido en procesos de venta de empresas 
locales públicas y privadas de una manera expedita, pero 
además con un direccionamiento de las inversiones que 
obedece a los intereses de las corporaciones transnacio-
nales relacionadas con energía y servicios públicos.

En Colombia la inversión extranjera directa entre 1994 y 
2004, es decir, en diez años, fue de US $26.993 millones 
de dólares con el liderazgo del sector financiero, mientras 
que en sólo tres años, entre 2005 y 2007, la cifra fue de 
US $23.184 millones de dólares, con la característica de 
estar concentrada en petróleo, minas y canteras. El cre-
cimiento de las inversiones extranjeras fue muy superior 
al crecimiento de la economía y de las exportaciones, en 
medio de un proceso de profundización de las privati-
zaciones, situación facilitada por el clima creado por la 
economía de guerra en desarrollo, de la cual las corpo-
raciones transnacionales son beneficiarias. Esta explosión 
inversionista, más el lavado de activos y las exportaciones, 
se ha traducido en un proceso creciente de sobrevalua-
ción de la moneda local.

En estas condiciones es conveniente recordar que las re-
cesiones en la economía que presionan a la irracionalidad 
del capital, han tenido en los precios de los energéticos 
una variable determinante, de manera tal, que el con-
trol de la canasta de energéticos ha sido crucial para ese 
ejercicio desde 1967, cuando el petróleo fue utilizado por 
los países árabes como arma durante el conflicto israelí-
palestino, pero también se hizo evidente que los países del 
denominado tercer mundo descubrieron y empezaron a 
tejer alianzas en el nuevo escenario de la economía mun-
dial alrededor de los producto básicos como el petróleo. 
Incluso se llegó a sugerir la creación de un Programa In-
tegrado de Productos Básicos (PIPB) por parte del tercer 
mundo para crear condiciones más justas en los procesos 
de negociación comercial con los países desarrollados. 
Aunque el PIPB no dio resultados inmediatos, fue el an-
tecedente de la OPEP.

En el medio privilegiado se ha implementado la despose-
sión a través de la imposición de la fuerza o por el aper-
turismo de los mercados a través de organismos como el 
Fondo Monetario Internacional para la acumulación de 
la riqueza (FMI), la OMC, sumada a la acción directa 
de Estados Unidos y, en menor medida, de la Unión Eu-
ropea, que han utilizado el acceso a sus mercados como 
herramienta de disuasión-atracción en las negociaciones 
internacionales. En este proceso, las corporaciones trans-
nacionales de los países más poderosos han reivindicado 
la seguridad jurídica, el disciplinamiento laboral y la sen-
sación de un clima favorable para sus actividades comer-
ciales y de inversión.

Ante el advenimiento del nuevo mapa del poder políti-
co en América Latina, el respaldo dado a los gobiernos 
neocorporativistas, leales al aperturismo neoconservador 
se ha sustentado en el complejo militar-industrial y en al-
gunos sectores importantes del sector energético y de las 
grandes empresas agrícolas de Estados Unidos, como for-



33

Integración energética y geopolítica 
Carlos Martínez Becerra, Ph.D.

ma de limitar el posible éxito de experiencias basadas en 
el nacionalismo económico que busca el bienestar de toda 
la población por vías alternativas al librecambismo. Esta-
dos Unidos ha podido poner en práctica conceptos bási-
cos de nacionalismo económico dentro de los principios 
del llamado realismo político (Morgentheau, 1986, p. 75).

2.3 Integración energética: factor de 
integración regional suramericana

Circunscribir la integración sectorial y en particular la 
integración energética al tema comercial y económico 
para medir impactos cuantitativos en diversos escenarios, 
y favorecer inversiones extranjeras en el ámbito del aper-
turismo petrolero, es insuficiente, pues solo se ajusta al 
limitado éxito del equilibrio macroeconómico de los pro-
cesos de integración que se han basado en la ortodoxia. 
Al aperturismo se le ha asignado el más importante factor 
de competitividad de los países en el comercio mundial 
de energéticos. El aperturismo petrolero fue el motor de 
la competitividad venezolana, antes del advenimiento de 
la crisis económica regional de 1999, que se reivindicaba 
como el camino para revivir la fortaleza del bolívar (mo-
neda de Venezuela).

Para incorporar el factor energético como motor de apa-
lancamiento de la integración regional es necesario hacer 
que el acceso a la energía tenga la dimensión de un de 
derecho y que a la búsqueda de alternativas energéticas 
se le dé el carácter de factor de desarrollo. Al abordar 
este análisis del desarrollo energético regional se requiere 
revisar la política de hidrocarburos, en particular la refe-
rente a petróleo, gas, y de electricidad, como referencias 
necesarias (Martínez, 1994, pp. 87-90).

La distribución continental corporativa del sector ener-
gético, conducida por las corporaciones transnacionales 

y por gobiernos que aceptaron el aperturismo como vía 
para implementar políticas de exploración e introducir 
las llamadas reformas estructurales de la democracia en 
el continente, se ha constituido en un referente de re-
flexión histórica necesario para procurar los ajustes en 
esta etapa de la integración suramericana. El fracaso del 
acceso a la energía para todos se ha visto acompañado de 
un proceso continuo de incremento de las tarifas causado 
por la desregularización de los mercados energéticos y la 
privatización del sector, lo cual aseguró montos impor-
tantes de ganancias a las corporaciones transnacionales. 
La exclusión de buena parte de la población se ha com-
plementado con el debilitamiento de las organizaciones 
sindicales del sector energético.

Al mismo tiempo, con la democratización accionaria de 
las empresas petroleras en proceso de privatización de 
Colombia y ahora de México, se han implementado es-
trategias, como el Plan Colombia y la Iniciativa Mérida, 
que permiten a las fuerzas armadas estadounidenses in-
tervenir y combatir el denominado crimen organizado, 
porque se ha supuesto que la seguridad es un corolario de 
la prosperidad y que la capitalización es el camino para 
la ampliación de actividades exploratorias en búsqueda 
de reservas petroleras. Desde los años 90, la estrategia de 
privatizar la renta petrolera y la creación de un fondo de 
ahorro y de estabilización petrolera procuraban evitar el 
peligro de la enfermedad holandesa y el despilfarro en 
las regiones petroleras. En realidad, se trataba de alejar 
a la compañía estatal del manejo de su propio excedente 
y de usar el excedente nacional de modo que no pudiera 
ser reinvertido en el sector. A esta posición se agregó la 
decisión de ejecutar proyectos en infraestructura física de 
transporte con financiación y gestión con criterio privado. 
La riqueza petrolera se la calificó como un peligro para 
el equilibrio macroeconómico. Se supuso entonces –y la 
idea se profundiza en los últimos seis años–, que si se de-
jaban los excedentes en manos privadas habría seguridad 
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de inversión productiva. Con la incorporación del capital 
accionario privado, la especulación hará parte activa del 
negocio petrolero de una manera institucionalizada. 

Para analistas del sector, es claro que, paralelo al aper-
turismo petrolero de los 90, lo que se presentó en Co-
lombia fue una ausencia de política de Estado en materia 
energética (Álvarez, 2000, p. 78). El único propósito era 
mantener la producción para la exportación, sin ninguna 
medida de reemplazo de los activos gastados por activos 
energéticos renovables y sin un plan de investigación y 
desarrollo tecnológico en el terreno del ahorro de ener-
gía (Álvarez, 2000, p. 81). Aparte de no tener reservas 
para inversiones, lo más rentable del negocio petrolero 
en Colombia se ha privatizado de manera acelerada, por 
cuanto los obstáculos hacia adentro y hacia fuera se han 
superado de manera expedita. Se incrementan las trans-
ferencias a las transnacionales sin incrementar la com-
petitividad del sector; las ganancias extraordinarias del 
negocio en 2007 se han transferido a las transnacionales 
y a los accionistas privados al tiempo que se rebajan las 
regalías destinadas a los municipios, las regiones y el go-
bierno central, en nombre de la competitividad y de la 
atracción a la inversión extranjera.

Si los recursos minerales se asimilan a capital natural, es 
necesario tener en cuenta que su gestión incorpora econo-
mía, política y ciencias naturales. En el ámbito económi-
co, es claro que no son valor de cambio sin su extracción, 
pero ella, que deriva en valor, debe compararse con la 
deseconomía asociada al impacto ambiental de su vincu-
lación al mercado. El mercado a su vez fijará la magni-
tud de la renta, lo que permitiría generar excedentes de 
apropiación privada o pública, según el carácter de la pro-
piedad accionaria de la empresa beneficiaria, y disponer 
de recursos para inversión en exploración, explotación e 
industrialización de los hidrocarburos en Colombia. Lo 
que se ha decidido en 2008 es reactivar el principio de los 

90, en el sentido de fortalecer el fondo de reservas y esta-
bilización petrolera, para evitar de nuevo sobresaltos en la 
macroeconomía, en particular en los ámbitos cambiario 
y monetario. 

Las diferentes propuestas de integración energética en 
el continente han variado dependiendo de las condicio-
nes subregionales, en particular, de la disponibilidad de 
recursos naturales asociables con energía, pero también 
de las posibilidades de su infraestructura física. Con la 
nueva infraestructura y logística para la comercialización 
de las materias primas asociadas en las experiencias de la 
Integración de la Infraestructura Regional Suramericana 
(IIRSA) y del Plan Puebla Panamá (PPP), cambia tam-
bién la situación geopolítica regional.

En esta búsqueda de vías para la integración energéti-
ca se plantea que en América Latina “existe capacidad 
de diseño y ejecución suficiente para llevar adelante la 
interconexión física, el desarrollo y aplicación de la nor-
mativa y la construcción de obras de generación, pero 
se continúa dependiendo de la construcción de centrales 
de potencia, sistemas de control e insumos y de sistemas 
de transporte y transformación” (Guzmán, 2007, p. 12), 
lo que hace necesaria la valoración de esos factores en la 
región, sin abandonar la observación de la dinámica de 
intervención de las grandes compañías petroleras en el 
resto del mundo.

En 2005 se produjo un punto de inflexión en el inten-
to de impulsar procesos de integración regional con la 
propuesta de la creación de Petroamérica como una 
iniciativa para la integración energética extensible a los 
países del Caribe, Belice y América del Sur. La idea, en 
términos económicos, era reducir los costos de la energía, 
pero también las relaciones asimétricas entre los países, 
con base en sus recursos y potencialidades, con el debi-
do soporte político derivado de la complementariedad 
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y solidaridad entre los países como fuente de coopera-
ción regional. Para este propósito se trataba de fortale-
cer y transformar iniciativas en desarrollo, tipo Mercado 
Común del Sur (Mercosur), CAN, ALBA, e impulsar la 
creación de la denominada Comunidad Suramericana 
de Naciones, que derivaría el 23 de mayo de 2008 en 
Unasur. 

Hasta entonces las grandes empresas y los gobiernos 
discutieron en tres escenarios las posibilidades de inte-
gración energética. La Organización Latinoamericana 
de Energía (OLADE), creada en 1973; la Comisión de 
Integración Energética (CIER), creada en 1964, y la Aso-
ciación Regional de Empresas de Petróleo y Gas Natural 
en América Latina y el Caribe (Arpel), creada en 1965. 
La IIRSA, constituida en 2002, la CEPAL y el Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID) participaron en este 
proceso, en el ámbito del financiamiento de obras de in-
fraestructura y de ajustes institucionales.

En la declaración de Margarita de 2007, se va más allá de 
temas relacionados con infraestructura y ajustes institu-
cionales para la competitividad. Se plantearon tres estra-
tegias relacionadas con la integración energética. La Es-
trategia Energética Suramericana, el Plan de Acción y el 
Tratado Energético de Suramérica. Se trata de darle a la 
energía un papel de catalizador de la integración surame-
ricana. Los Estados deberán conducir el proceso coordi-
nado hasta ahora por las corporaciones transnacionales 
en un ámbito de privatización de los servicios públicos. El 
nuevo proceso debe incorporar las asimetrías verificables 
hacia adentro y hacia fuera en los diferentes países, la re-
lación entre los intereses nacionales y las condiciones que 
ha impuesto Estados Unidos en nombre de la competiti-
vidad. La sostenibilidad de la integración, que procura 
el bienestar de toda la población, debe avanzar teniendo 
en cuanta que las experiencias de integración han tenido 
diferentes desarrollos. El Mercosur no ha podido superar 

la fase de unión aduanera imperfecta; la CAN está frac-
turada por la falta de unidad en las políticas de desarrollo 
aplicadas en cada país, y Chile es un país dependiente de 
recursos energéticos. En casi todos los casos, se privilegia 
la tasa de retorno sobre el impacto ambiental, entendido 
en sentido amplio, tanto en el campo de los hidrocarbu-
ros como en el de la hidroelectricidad.

El diseño, la formulación e implementación de proyectos 
energéticos es de maduración variable y está en función 
de la infraestructura existente en cada país. La reserva de 
valor pasa a ser valor efectivo en relación con la viabili-
dad de transporte y distribución de productos energéticos 
y de financiamiento de la actividad de comercialización. 
Aunque hay ejercicios exitosos de aprovechamiento con-
junto derivado de recursos hidroeléctricos, como Itaipú 
y las interconexiones eléctricas y de gas natural, falta un 
proceso más articulado en mercados energéticos. Las más 
importantes negociaciones de exportación de energía se 
dan en el campo petrolero de Venezuela y México, el gas 
natural de Bolivia, Argentina y Trinidad y Tobago y la 
energía eléctrica de Paraguay. Sin embargo, México tuvo 
gran reducción de sus reservas por una política de expor-
tación incompatible con su potencial petrolero (Pinguelli, 
2007, p. 2). 

En el campo del cambio climático, como inductor de po-
líticas de búsqueda de energía alternativa, se está pro-
duciendo una compensación perversa, cuando los países 
subdesarrollados “venden” a los países desarrollados sus 
cuotas de “derecho a contaminar”. La idea apropiada 
tendría relación con el establecimiento de los mecanis-
mos exitosos de utilización de tecnologías limpias, tanto 
en los países subdesarrollados como en los desarrollados. 
Con la advertencia de que el costo elevado de implemen-
tación de las tecnologías limpias es menor, en términos 
relativos, para los países desarrollados que para los países 
subdesarrollados.
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En el campo de la seguridad y la defensa asociadas a la 
protección de recursos estratégicos, en 2007 aparecen 
propuestas alternativas a las de Estados Unidos, sugeri-
das por Brasil, que se han transformado en la iniciativa 
novedosa del Consejo de Seguridad Suramericana de 
2008, inspirada en la necesidad de crear escenarios de 
cooperación para la solución de conflictos regionales, en 
especial de fronteras, y como protección de los recursos 
estratégicos de Suramérica.

En el ámbito nacional, Brasil ha considerado su Plan Nacio-
nal de Defensa (PND), promulgado mediante decreto 5484 
de 2005, como política pública y base de la cooperación 
regional limitada, con una perspectiva militar de defensa. 
Se ha convertido en pieza orientadora de la seguridad en 
sus fronteras, consideradas como espacios inestables, así 
como soporte para atender retos en seguridad derivados 
de dinámicas regionales y transnacionales. Se parte de la 
estructura del poder vigente que atiende relaciones interes-
tatales, amenazas tradicionales y emergentes de naturaleza 
no convencional. Acepta que la unipolaridad vigente en el 
ámbito internacional y las asimetrías del poder son fuentes 
potenciales de conflicto y reconoce las presiones externas 
para que modifique el estatus internacional que ha mante-
nido hasta ahora. Considera también que las disputas por 
áreas marítimas, el dominio espacial y de los recursos na-
turales, sobre todo el agua; y los recursos energéticos son 
también fuente de conflictos reales o potenciales. Incor-
pora en su percepción de la problemática internacional el 
aumento de conflictos de carácter étnico-religioso, la exa-
cerbación de nacionalismos y la fragmentación de los Esta-
dos; agrega los delitos transnacionales relacionados con la 
agenda dominante de la lucha contra el terrorismo como 
amenazas de carácter internacional, pero no incorpora los 
delitos económicos y penales de las transnacionales. 

El PND desarrolla el concepto novedoso de entorno 
estratégico, que tiene relación con el espacio de interés 

para la defensa del país. Además de Suramérica, incluye 
la proyección marítima en el Atlántico Sur, que alcanza 
a países colindantes con el continente africano. Se incor-
pora así la proyección extraterritorial de los intereses de 
defensa, entre otras razones, porque su plataforma marí-
tima representa cerca del 75% de la producción de gas 
y petróleo. Seguridad y defensa se asimilan a escenarios 
de soberanía (Fescol, Policy Paper 10). Las prioridades de 
defensa brasileña están asociadas al espacio aéreo y al de-
sarrollo de la industria de defensa, con particular énfasis 
en las tecnologías de uso dual en el campo nuclear. Se 
trata también de crear una nueva etapa en la relación 
entre civiles y militares, en armonía con la orientación es-
tratégica de su política exterior. La seguridad, vista como 
condición de las necesidades operativas de la defensa, no 
se compromete con el tratamiento de amenazas no tra-
dicionales, como el terrorismo y otros delitos transnacio-
nales, que en su criterio deben tratarse con instrumentos 
policiales, judiciales y de inteligencia. El ejército cumplirá 
funciones subsidiarias de la policía y realizará acciones de 
inteligencia, lo cual puede limitar el riesgo de contamina-
ción con el narcotráfico. Sin embargo, plantea apertura 
e interacción para lograr el acceso a recursos e insumos 
materiales para la defensa, y abandona la autonomía es-
tratégica. En materia de cooperación regional, responde 
a dos preocupaciones: la protección de recursos naturales 
y el intercambio tecnológico. 

En el contexto suramericano es necesario contrastar la 
autonomía relativa del eje Brasil-Argentina con la situa-
ción de la Región Andina, en términos de la irradiación 
del conflicto colombiano –influenciado por Estados Uni-
dos, con la sombrilla del Plan Colombia–, pero también 
es necesario contrastarla con el eje Venezuela-Bolivia con-
vertido en eje primordial para el mundo industrializado, 
por la importante disponibilidad de recursos estratégicos, 
como el petróleo y el gas. Estos matices en el manejo de 
la seguridad y de defensa son importantes para la inte-
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gración económica. Si para Estados Unidos los acuerdos 
comerciales son asimilables a pactos de seguridad, es cla-
ro que los tratados de integración deben tener soporte en 
acuerdos para proteger los intereses regionales. 

La convergencia Brasil-Argentina permitió dar naci-
miento a Mercosur, al Grupo de Río y a la idea originaria 
de la Comunidad Suramericana de Naciones. Se cons-
truyó una nueva agenda, de modo que no sólo respondie-
ra a los viejos temas de acceso a mercado, agricultura y 
subsidios, sino a los nuevos asuntos relacionados con pro-
piedad intelectual, servicios e inversiones. Pero no se ha 
logrado autonomía frente a la agenda de Estados Unidos. 
No obstante, se establece que la política de defensa debe 
subordinarse a la política exterior. En la región andina, 
Colombia ha actuado en sentido contrario a ese avance 
para generar confianza en relación con los intentos de 
integración, y puede afirmarse que Estados Unidos ha 
cooptado/comprado el conflicto colombiano para arti-
cularlo a su política global de lucha antiterrorista y anti-
drogas, lo que ha producido percepciones de inseguridad 
entre sus vecinos, en especial después de la incursión en 
territorio ecuatoriano el 1 de marzo de 2008.

En el Cono Sur se han reiterado observaciones en contra 
de un Sistema Interamericano de Defensa, tal como lo 
sugiere Estados Unidos desde la Carta de Chapultepec 
de 1945, por considerar que hay diferencias estratégicas 
en las tres Américas. Las posiciones de Venezuela, Bolivia 
y Ecuador están también en contra de ese proyecto esta-
dounidense, lo cual ha permitido la creación del Consejo 
de Seguridad Suramericano como soporte de Unasur el 
pasado 23 de mayo de 2008, con excepción de Colom-
bia, en un principio, por las razones que se han mencio-
nado, que tienen relación con su enorme compromiso y 
dependencia de la estrategia de seguridad hemisférica de 
Estados Unidos. 

Ecuador ha reiterado como política de Estado el respeto 
al principio de no intervención en asuntos internos de 
otros Estados, lo cual le impide participar en operaciones 
conjuntas con las Fuerzas Armadas de Colombia, como 
lo ha sugerido Estados Unidos. Sin embargo, Ecuador ha 
destinado cerca de 11.000 hombres a vigilar su frontera 
con Colombia, en especial en Esmeraldas, Carchi y Su-
cumbíos, y ha implementado el Plan Ecuador, que prevé 
un plan de desarrollo de la frontera como mecanismo de 
ayuda humanitaria al desplazamiento forzado de la po-
blación colombiana.

La acción inamistosa de Colombia se remonta al año 
2001, producto de la irradiación del conflicto colom-
biano, lo que ha transformado a Ecuador en el primer 
país receptor de refugiados del continente como efecto 
de las aspersiones de glifosato en su frontera norte, de 
la presencia de grupos armados en zonas fronterizas y 
de la presencia de Estados Unidos en este conflicto in-
ternacionalizado. Se ha sustituido el manejo diplomático 
por una fuerte ofensiva del Ministerio de Defensa colom-
biano, respondiendo a la estrategia de seguridad regional 
que ha impuesto Estados Unidos con el Plan Colombia 
(2000), el Plan Patriota (2004) y el Plan Victoria (2006), 
como instrumentos de la política de Seguridad Democrá-
tica implantada entre 2002 y 2008. Ecuador mantiene 
el cumplimiento del estatuto de refugiados vigente desde 
1951 y su protocolo de 1967, instrumentos que se reco-
gen en el decreto presidencial 3301 de 1992 (Fescol, Policy 
Paper, 22), lo que ha hecho necesaria la presencia del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugia-
dos (Acnur) en la región. Entre tanto, el tercer actor en 
este conflicto, Estados Unidos, ha construido la estrategia 
de convertir el conflicto colombiano en problema subre-
gional a partir de la denominada Iniciativa Regional An-
dina (IRA) y se ha opuesto a la búsqueda de la paz con 
la participación regional. Se regionaliza el conflicto, pero 
no la búsqueda de su solución. 
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En la búsqueda de cooperación regional han participa-
do otros organismos, aparte de la Comisión Binacional 
de Frontera (Combifron), como la CAN, con el fortaleci-
miento de la Zona de Integración Fronteriza, los Centros 
Binacionales de Atención de Fronteras (Cebaf) y la Co-
misión de Vecindad e Integración Colombo-ecuatoriana 
(Cvice), que han sido suplantados en importancia por el 
mecanismo militar de intervención. ACNUR calcula que 
ha atendido 250 mil personas desplazadas hasta 2007. 
Los desplazados reclaman a Colombia alternativas de 
subsistencia para controlar la producción y comerciali-
zación de la coca y la amapola. Entre tanto, el gobierno 
colombiano ha complementado la acción militar con la 
erradicación manual de cultivos de uso ilícito, creando 
unas especies de brigadas móviles de campesinos que tie-
nen el problema de aceptación, porque sus integrantes 
no son de manera necesaria de la región, lo cual resta 
eficacia por desconfianza en este mecanismo. 

Con apoyo en sus fuerzas armadas e incluso de los propios 
Estados Unidos que dirige sus operaciones de “coopera-
ción” desde su base de Manta, Ecuador evita convertirse 
en productor de drogas. Por su parte, Bolivia se ha aleja-
do de los lineamientos de la política de erradicación de la 
coca, impuestos por Estados Unidos, por considerar que 
este ha sido un pretexto para la injerencia en su política 
interior. Entre tanto, Venezuela contribuye de manera 
autónoma en la lucha contra el narcotráfico, sin permitir 
acciones de interdicción aérea o marítima en conjunto 
con Estados Unidos, como lo hace Colombia. Ha prefe-
rido centrar su atención en propuestas relacionadas con 
el sector energético, pues considera que este puede cons-
tituirse en puntal del proyecto bolivariano.

Las visiones diferentes dentro de la región, a propósito de 
la lucha contra el narcotráfico y la presencia de Estados 
Unidos, han creado fracturas en la unidad alrededor de 
la integración energética. Por su parte, Chile se apega a la 

noción de territorialidad y considera los delitos trasnacio-
nales asociados al terrorismo, al narcotráfico y al crimen 
organizado como las principales amenazas, y ve la ingo-
bernabilidad como factor de inseguridad, aunque no sea 
afectado directamente por ella, como Colombia, Brasil o 
Bolivia. Incluso, las ganancias extraordinarias derivadas 
de los precios del cobre, las ha dedicado al armamentis-
mo para la disuasión. Considera a América Latina como 
zona de paz, de manera que su agenda de seguridad y 
defensa está dirigida a enfrentar delitos internacionales y 
crisis internas. 

Chile ha aceptado participar en operaciones de paz en el 
ámbito internacional, como Chipre y Haití. Coherente 
con ese papel de cooperación, cree necesario impulsar 
una fuerza subregional de operaciones de paz y considera 
que estas actividades concurren con la gestión de su polí-
tica exterior y podrían ser un escenario de encuentro de 
las fuerzas armadas latinoamericanas y fuente potencial 
de una novedosa venta de servicios de estabilización que 
se desarrollaría en el marco del Sistema de Naciones Uni-
das. Sin embargo, en el plano vecinal se concentran las 
mayores preocupaciones en el mediano y largo plazo. En 
efecto, la relación con Bolivia y Perú está marcada por la 
desconfianza, aunque sus compromisos internacionales 
hacen que en ocasiones el narcotráfico y el terrorismo ha-
gan pasar a un segundo plano las diferencias fronterizas. 

Un problema de seguridad latente para Chile, no resuel-
to, tiene relación con su dependencia energética, que po-
dría tener solución con esquemas de integración con los 
países con los que mantiene situación de conflicto tam-
poco resueltos. En los últimos meses ha resurgido el con-
flicto asociado con límites marítimos con Perú, unido al 
fenómeno de adquisiciones de armamentos por parte de 
Chile y la desconfianza en sectores de población peruana 
ante la enorme presencia de inversiones chilenas en puer-
tos peruanos y el transporte aéreo.
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Las diferencias de visión en los temas de seguridad y de-
fensa en la región suramericana ejemplificada, con los 
casos de Brasil, Colombia, Chile y Ecuador, no deben 
ser un obstáculo para incorporar en la agenda de unidad 
regional el tema estratégico de los recursos minerales, en 
particular los relacionados con la energía. Al contrario, 
la iniciativa brasileña incorporada en el Consejo de Se-
guridad Suramericano puede ser un principio para abrir 
caminos de autonomía en la integración regional. 

En esta búsqueda de factores de unidad concurren ele-
mentos estratégicos para profundizar el alcance de la in-
dustria petrolera. En efecto, desde el comienzo de la idea 
de integración energética se ha analizado la necesidad de 
no asociar el petróleo exclusivamente con su contribu-
ción en exportaciones de crudo, como único vínculo a la 
economía internacional. Por el contrario, se ha ampliado 
el espectro en el ámbito de la distribución social de la ren-
ta petrolera y ante la necesidad de incorporar la petroquí-
mica como un factor multiplicador de la renta petrolera, 
la exploración como un factor de reemplazo, la refina-
ción como un factor de incremento del valor agregado 
local, más el impulso al sector metalmecánico, el estímulo 
a otros sectores industriales derivados del petróleo, el for-
talecimiento de ciencia y tecnología asociados a la cues-
tión energética, con el propósito de socializar la riqueza 
generada en la región y como factor de apalancamiento 
de la cooperación e integración con América Latina. 

Por esta razón, es necesario superar la visión rentista del 
petróleo y adoptar esa ventaja natural que es motor de 
las actividades productivas. En el ámbito de la nueva ma-
triz energética se trata de crear condiciones apropiadas 
para complementar o reemplazar patrimonio natural no 
renovable por patrimonio energético renovable. En este 
proceso también es necesaria la creación de Consejos Na-
cionales Petroleros o mecanismos equivalentes para que 
la comunidad se forme en y se informe de los problemas 

energéticos, pero también para que el control social de las 
regalías derivadas de la renta en municipios pueda consti-
tuirse en factor coadyuvante de la determinación de prio-
ridades en la elaboración de presupuestos participativos 
en las localidades de cada país. El reto es crear una arti-
culación apropiada entre economía de renta, economía 
productiva y economía de crédito para el desarrollo.

A pesar de las dificultades internas y externas, la experien-
cia de la integración energética avanza, de la condición 
de proveedores de materias primas hacia la industrializa-
ción, como política de transformación de la economía de 
renta en economía productiva. La regulación de la eco-
nomía de crédito es necesaria para evitar distorsiones del 
propósito estratégico de transformar la integración ener-
gética como palanca de la integración regional.

Como se ha establecido, existe un factor vital en este 
proceso y tiene relación con la política de seguridad y 
defensa asociable a los recursos estratégicos de la región. 
Además, la presencia de Estados Unidos en la región ex-
perimenta un retroceso e impugnación en relación con 
las propuestas de defensa regional y en la orientación de 
la política energética. Tal vez se consideró que con el fra-
caso de la Unión Soviética el liderazgo de Estados Unidos 
se daba como un hecho. Sin embargo, las asimetrías do-
minantes en las relaciones internacionales, desde la doc-
trina Monroe, están cambiando y, por tanto, el debate de 
hoy oscila entre la integración autónoma y la integración 
subordinada.

Para complementar elementos de la estrategia integrado-
ra es necesario ajustar los proyectos relacionados con in-
fraestructura física, como el abecé de la integración, por 
cuanto se prioriza la conexión con el exterior más que la 
conexión entre los países de la región. Esta situación es 
reflejó de los patrones de la especialización de las econo-
mías suramericanas, que rinden tributo a la provisión de 
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materias primas y no incorporan de manera apropiada la 
industrialización como paso previo o paralelo a la inser-
ción en la economía internacional. Las obras de infraes-
tructura física asociadas a la explotación minera deben 
ser una oportunidad para crear polos de desarrollo en el 
interior de cada país.

La vialidad no puede ser respuesta a la condición subal-
terna de proveedores de materias primas, también debe 
responder a las necesidades de inclusión social de las re-
giones fuente de dicha provisión. Esta situación se ha he-
cho más evidente con los conflictos sociales creados por la 
exportación de carbón en Colombia, la producción hidro-
eléctrica en Brasil y otros megaproyectos relacionados con 
energía en el continente que han derivado en conflictos 
sociales e incluso de carácter humanitario, por no contar 
con el apoyo y concertación de las poblaciones asentadas 
en dichos territorios. La inclusión debe comenzar por los 
diseños de los proyectos energéticos, y así crear una cultu-
ra de participación y desarrollo.

3. Conclusiones
El proceso de integración energética de Suramérica se 
transformó en un factor que irradia las diferentes expe-
riencias integradoras subregionales de carácter bilateral y 
multilateral. Utiliza desde mecanismos de interconexión 
para comercializar excedentes, hasta grandes megapro-
yectos que sirven a la generación y a la comercialización 
de energía de manera compartida. La integración ener-
gética suramericana implica:

1.	 Es viable desde el punto de vista político, técnico y 
social con la incorporación plena de la matriz ener-
gética, en especial petróleo, gas, hidroelectricidad, 
carbón, tecnología nuclear, tecnología del alcohol de 
caña y otras fuentes alternativas renovables.

2.	 Debe responder no sólo a la insolvencia energética de 
los países desarrollados y a las ganancias extraordina-
rias de las corporaciones transnacionales, sino a los 
requerimientos del desarrollo integral de la región.

3.	 Debe impulsar tecnologías limpias, cuyo costo relativo 
es superior para Suramérica, en términos de los países 
desarrollados, en el marco de los principios de la Con-
vención de Cambio Climático de Naciones Unidas.

4.	 El acceso a la energía debe asumirse como un dere-
cho, y en términos reales, la energía se convierta en 
apalancamiento del proceso integrador general.

5.	 Debe impulsarse una política explícita de apoyo a la 
transformación de la economía de renta en economía 
productiva, con la debida vigilancia sobre la conducta 
del capital financiero para hacer sostenible este propó-
sito de desarrollo.

6.	 La integración debe incorporar como horizonte el 
largo plazo y como objetivo el desarrollo integral. En 
estas condiciones, la integración comercial fortalece la 
integración productiva. Se trata sobre la base de la so-
beranía energética de profundizar la democracia real 
y consolidar la defensa regional.

7.	 Finalmente, es necesario superar la idea de que la ex-
portación de materias primas es la fuente y razón de 
ser de la política energética y del vínculo de la econo-
mía nacional a la economía regional e internacional. 
Se requiere incorporar la industrialización del sector 
energético como una estrategia que fortalece la gene-
ración de riqueza nacional y regional. 
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